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I. INTRODUCCIÓN

1. El Gobierno de España nombró en septiembre de 2009 al CERMI como organismo de seguimiento independiente para promover, proteger y supervisar la aplicación de la Convención, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 33.2 del Tratado internacional.  

2. El CERMI elabora el Informe Alternativo de la situación de los Derechos Humanos de las personas con discapacidad en España 2010, que tiene como finalidad analizar el estado de aplicación y respeto de los derechos y principios incluidos en la Convención Internacional sobre los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas (en adelante CDPD). Además para la elaboración de este informe se ha contado con el apoyo del Institut de Drets Humans de Catalunya (IDHC)
.
3. El objetivo principal de este análisis es ofrecer información complementaria a la proporcionada por el Gobierno para que el Comité de Expertos de la CDPD pueda aportar unas observaciones finales que ayuden a una mejor implementación de la Convención y al respeto de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas con discapacidad. 
4. El CERMI, como entidad representativa de la discapacidad organizada en España, con más de 5.500 asociaciones y entidades de personas con discapacidad y sus familias, tiene entre sus finalidades esenciales las de la defensa de los derechos de este grupo social, que en nuestro país asciende a más de 4 millones de personas, que junto con sus familias suponen alrededor de 10 millones de ciudadanos y ciudadanas. En el cumplimento de este fin, somos conocedores de situaciones que vulneran los derechos de las personas con discapacidad consagrados en la Constitución Española (CE) y en la propia CDPD. Con la elaboración de este Informe, se pretende dar a conocer estas vulneraciones con el objetivo de que sirvan de aprendizaje para eliminarlas y restituir en sus derechos a un sector de población que viene adoleciendo de un déficit de ciudadanía. 

5. Desde la aprobación de la Convención hemos trabajado vigorosamente para su plena implementación en España. Además de este informe queremos poner a disposición de este Comité las estudios e investigaciones publicadas en las colecciones de CERMI que pretenden abordar desde todos lo ámbitos las cuestiones que afectan y preocupan al colectivo de personas con discapacidad. Cualquiera de estas publicaciones, entre las que se encuentra un informe legislativo sobre el impacto de la Convención en nuestro país, están a disposición de los miembros del Comité y pueden ser consultados en www.cermi.es .
II. ANÁLISIS DE LA CONVENCIÓN POR ARTÍCULOS 

A. Disposiciones Generales: 
Artículos 1-5, 8 y 9
6. España cuenta con una legislación específica sobre discapacidad que ha ido marcando un cambio de modelo en el desarrollo de políticas de atención a las personas con discapacidad Se advierte una clara evolución desde el modelo médico rehabilitador hacia el modelo social que incorpora la Convención -desde la aprobación de la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de los Minusválidos (LISMI) hasta la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad (LIONDAU) y la Convención-. 
7. Sin embargo los principios y derechos recogidos en esta regulación sustantiva no se han logrado trasladar a todo el ordenamiento jurídico con el mismo rigor y todavía existen previsiones discriminatorias, que se recogerán en este informe, y políticas que adolecen de una perspectiva de derechos humanos. 
8. Precisamente reflejo de esta falta de toma de conciencia es el hecho de que el Plan de Acción Nacional para la promoción y protección de los derechos humanos de España
, carece de la perspectiva de derechos humanos para las personas con discapacidad, al incluir las cuestiones sobre discapacidad, de forma exclusiva, en el apartado destinado a los Derechos Sociales. En esta misma línea la Comisión de seguimiento del Plan tampoco prevé la incorporación de organizaciones que representen a las personas con discapacidad y a sus familias. En este sentido se hace patente una falta de concienciación respecto de los principios proclamados en la Convención que requieren de un enfoque transversal de la discapacidad para garantizar el pleno acceso y goce de todos los derechos humanos, incluidos también los políticos y civiles, y los económicos y culturales. 

9. La protección contra la discriminación en la legislación española no está de acuerdo con la CDPD. La protección de las personas con discapacidad en nuestro país sólo es aplicable respecto de aquellos individuos que hayan obtenido el certificado administrativo que acredite un grado de discapacidad superior al 33 por ciento. Esto ocurre tanto para acceder a determinados servicios y prestaciones como para solicitar la protección por discriminación de acuerdo a la legislación específica
. 
10. A la fecha de cierre de este informe el Gobierno ha expresado su intención de modificar la legislación antidiscriminatoria
 para extender la protección contra la discriminación de acuerdo a lo establecido por la CDPD. El CERMI valora como positivo este anuncio, pero exige que se lleve a término en el menor plazo posible, pues entre tanto hay una colisión con la CDPD. 

PROPUESTAS DE MEJORA

11. Es importante, no solamente ampliar la protección antidiscriminatoria de acuerdo a la Convención, si no además tener en cuenta la situación de aquellas personas que, aún teniendo una deficiencia permanente y una dificultad evidente para el acceso y ejercicio de sus derechos (esto se ve con claridad, aunque no exclusivamente, respecto del derecho al trabajo, o a la educación), no cumplen los requisitos del concepto administrativo de discapacidad. En este sentido, el CERMI ya ha propuesto en alguna ocasión la asimilación del reconocimiento administrativo para determinados grupos especialmente vulnerables que se encuentran en una situación de desamparo legal (las personas con inteligencia límite por ejemplo), y sería necesario que desde el Estado español se identificaran las situaciones de mayor vulnerabilidad en este sentido y se adoptaran las medidas necesarias que ampliasen la protección de los derechos de las personas en situación de discapacidad de acuerdo a la CDPD. 

12. La Protección administrativa y judicial de la discriminación no es eficaz. La igualdad ante la ley y el derecho a la no discriminación son derechos reconocidos en nuestra Constitución Española de los que son titulares todos los ciudadanos y ciudadanas (Art.14 CE). 

13. La protección de los derechos fundamentales está prevista y garantizada por medio del derecho a una tutela judicial efectiva (Art.53.2 C.E.), para lo que se prevé un  procedimiento preferente y sumario y un recurso específico ante el Tribunal Constitucional, denominado recurso de amparo (Art. 53.2). 

14. La Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad (en adelante LIONDAU) establece además un sistema administrativo de infracciones y sanciones (recogido en la Ley 49/2007, de 26 de diciembre, por la que se establece el régimen de infracciones y sanciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad) orientado a evitar la discriminación directa e indirecta por razón de discapacidad. 

15. En este sentido señalamos dos importantes obstáculos que debilitan el sistema de protección de estos derechos: 

· En el ámbito administrativo si bien es verdad que la Le 49/2007 de Infracciones y Sanciones en materia de igualdad de oportunidades y no discriminación se aprobó a nivel estatal, no existen datos que muestren la aplicación de este sistema de infracciones. desde su entrada en vigor y se desconoce en este sentido su eficacia
. Desde el CERMI se han presentado más de 10 denuncias desde la entrada en vigor de este sistema y a fecha de cierre de este informe todavía no se ha concluido ningún expediente. Por otra parte y dado el sistema competencial del Estado español, la falta de desarrollo autonómico del régimen de infracciones y sanciones previsto por la LIONDAU deja sin efecto este sistema de protección cuando la infracción se comete a escala autonómica.
· En el ámbito judicial la lentitud de los procesos causa en ocasiones daños irreparables. Según datos del Consejo General del Poder Judicial
 la duración media de los procesos en el ámbito contencioso administrativo oscila entre 11 y 26 meses. Cuando hablamos de vulneración de derechos fundamentales esta dilación puede ocasionar daños irreparables como está sucediendo en relación con el derecho a una educación inclusiva de los niños y niñas con discapacidad que se analizarán con detenimiento en el apartado destinado al artículo 24 de la CDPD de este informe.

	16. PROPUESTAS DE MEJORA

· Incorporar indicadores de control de la eficacia de los sistemas de protección haciendo un seguimiento de los asuntos tanto en el ámbito sancionador administrativo como en los indicadores de seguimiento del ámbito judicial.

· Respecto de la tutela judicial de los derechos fundamentales, principalmente en el ámbito contencioso-administrativo y civil, es necesario agilizar los procesos o establecer medidas de protección inmediatas (por ejemplo, similares a las acciones interdictales). 

· Garantizar el desarrollo autonómico del sistema de infracciones y sanciones de la LIONDAU y su efectiva puesta en marcha.
· Promocionar el sistema de arbitraje previsto por la LIONDAU.

· Ampliar el beneficio de justicia gratuita a todas las situaciones en las que se solicite la protección de un derecho fundamental vulnerado por razón de discapacidad, sin criterios económicos que restrinjan su aplicación.


17. La accesibilidad constituye uno de los grandes fracasos de la política española de atención a las personas con discapacidad
. Desde 1982 en España
 ha existido una regulación obligatoria en materia de accesibilidad, al menos al entorno físico, que sin embargo ha tenido una aplicación escasa y desigual en el Estado. El Libro Verde sobre discapacidad elaborado en el 2002, el último estudio oficial elaborado sobre accesibilidad, pone de manifiesto la falta de cumplimiento de la regulación y las carencias de accesibilidad de los bienes, servicios y entornos. 
18. La LIONDAU mejora la regulación de accesibilidad en los términos recogidos en la CDPD pero establece unos plazos injustificadamente extensos. No obstante algunos de los plazos legalmente previstos ya han entrado en vigor y se siguen incumpliendo casi de manera sistemática
. 
19. El Gobierno se comprometió con la aprobación de la LIONDAU a aprobar un reglamento sobre las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación de las personas con discapacidad para el acceso y utilización de los bienes y servicios a disposición del público. El plazo para la aprobación de este reglamento venció en el año 2005 y todavía no se ha aprobado esta disposición. En la actualidad, en España no está amparado por Ley el derecho al acceso a los bienes y servicios a disposición del público por parte de las personas con discapacidad, por lo que urge que el Gobierno de España complete el desarrollo reglamentario de la LIONDAU y apruebe el reglamento de acceso a bienes y servicios. 
20. La regulación y promoción de la accesibilidad es una competencia regional e incluso local, mientras que no se actualicen las regulaciones a estos niveles territoriales la accesibilidad no estará garantizada. Los sistemas de protección tanto a nivel administrativo como judicial deberán contar con el adecuado desarrollo normativo. 
 PROPUESTAS DE MEJORA

21. En necesario que las administraciones públicas a todos los niveles se comprometan a avanzar y hacer cumplir las leyes en materia de accesibilidad para personas con discapacidad. La existencia de obligaciones legales genera un derecho subjetivo que de no cumplirse deberá ser sancionado. A la luz de la Convención y de la LIONDAU, la inobservancia de las condiciones de accesibilidad podría dar lugar a discriminación por discapacidad cuando impida el ejercicio de un derecho fundamental, se deberá actuar con rigor y sancionar adecuadamente las violaciones de la normativa de accesibilidad para garantizar la igualdad de oportunidades proclamada en la Convención. 

22. Creación de los Consejos Autonómicos de Promoción de la Accesibilidad en las comunidades autónomas que todavía no cuenten con ellos. Estos Consejos deberían asumir la función de seguimiento e información anual de las condiciones de accesibilidad en el territorio en el que se encuentren, reportando al Gobierno central de forma periódica.

B. Disposiciones Específicas: Artículos 10 a 30

Artículo 10. Derecho a la vida

23. La legislación española vigente mantiene el aborto eugenésico, una regulación discriminatoria por razón de discapacidad. El Gobierno español inició en el 2009 un proceso de reforma de la regulación de la interrupción voluntaria del embarazo orientado a establecer una regulación de plazos. 

24. La nueva Ley, aprobada en marzo del 2010 como Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo contiene una regulación claramente discriminatoria por razón de discapacidad, permitiendo plazos mayores para interrumpir el embarazo cuando el nasciturus pueda tener una discapacidad
. 

25. El legislador reconoce que el nasciturus, no siendo estrictamente titular de derechos fundamentales, es un bien jurídico que debe ser sujeto de protección constitucional en nuestro ordenamiento jurídico. En base a ello desarrolla una regulación que trata de equilibrar lo distintos derechos en juego estableciendo un límite de tiempo para llevar a cabo la interrupción del embarazo, el conflicto con la Convención radica en que la protección del no nacido es menor, menos ventajosa por tanto, cuando existe una discapacidad en el feto. Hasta las 14 semanas de gestación, la decisión de abortar no está asociada a la acreditación previa de ningún estado o situación, sino que es libre. A partir de esa semana, y hasta la 22, la interrupción del embarazo ya no es libre y sólo se permite en ciertos supuestos (“causas médicas”), uno de los cuales es el de la presencia de una discapacidad grave (“riesgo de graves anomalías”, en la terminología de la Ley) en el feto.

26. La reciente legislación española sobre interrupción del embarazo sigue manteniendo el aborto eugenésico, lo cual va en contra de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, firmada y ratificada por España. El mantenimiento de este supuesto de aborto, que se practica por razón de discapacidad en el feto, supone un trato desigual desfavorable por causa de discapacidad. 

27. Siguiendo estrictamente los mandatos de la Convención, la discapacidad nunca puede ser un hecho relevante que permita o determine tratos desiguales contrarios a los derechos de las personas con discapacidad.

PROPUESTAS DE MEJORA

28. El CERMI solicita que el Comité de la CDPD determine con claridad si el mantenimiento del aborto eugenésico es compatible o no con el tratado internacional, y en caso de ser contrario inste a España a acomodar sus leyes a la Convención.
Artículo 11. Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias

PROPUESTAS DE MEJORA

29. Las disposiciones que regulan las situaciones de riesgo y emergencias humanitarias deberían ser revisadas a la luz de la Convención para que se estableciesen los protocolos de actuación para la atención a personas con discapacidad en general
. 

Artículo 12. Igual reconocimiento ante la ley

30. España no cuenta con un sistema de apoyos acorde a la Convención. El ordenamiento jurídico español que regula la capacidad jurídica y de obrar de las personas, (Código Civil artículos 200 y ss. y Ley de Enjuiciamiento Civil), regula un sistema para determinadas personas con discapacidad que les limita en el ejercicio de sus derechos por sentencia judicial.

31. La limitación de la capacidad de obrar se fundamenta en estos casos en la existencia de “enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico o psíquico que impida a la personas gobernarse por si misma” (art 200 CC). 
32. El sistema legal prevé la sustitución en el ejercicio de los derechos de aquellas personas que hayan sido “incapacitadas” y sujetas a un régimen de tutela a través de una sentencia judicial. Estas personas no podrán ejercer entonces sus derechos por sí mismas si no que serán sustituidas en su ejercicio por un tutor que lo hará en su nombre. 

33. Aunque la ley contiene otras figuras y salvaguardas, existe un abuso del sistema de sustitución total que da lugar a que los derechos de una persona con discapacidad sean ejercidos a través de su representante legal con carácter general. Esta percepción se constata en la experiencia de las organizaciones de personas con discapacidad y sus familias, pero sería necesario conocer los datos oficiales que reflejen el número de tutelas del total de procedimientos concluidos, y cuantas de ellas son sobre la persona y los bienes (sustitución legal para derechos patrimoniales y personalísimos).
34. España carece de un sistema de apoyo a la toma de decisiones que fomente la autonomía en el ejercicio de los derechos; de forma casi exclusiva se acude a este “sistema de protección” cuando es necesario validar un negocio jurídico (de ámbito patrimonial) en el que participa una personas con necesidades de apoyo- o cuando se solicita su ingreso en una residencia-. Esta recurrente motivación evidencia la carencia de un sistema de apoyos en el ejercicio de derechos fundamentales otros de los patrimoniales, que de acuerdo a la Convención debería existir para garantizar la igualdad ante la ley de aquellas personas que lo necesiten.

35. Las salvaguardas exigidas en la CDPD no están garantizadas por nuestra legislación: 

· El respeto a la voluntad y a las preferencias de la persona no están garantizados por nuestro ordenamiento jurídico: de una parte porque el tutor tiene la capacidad de sustituirle en el ejercicio de sus derechos y no cuenta con la obligación de respetar la voluntad del pupilo. No se puede asimilar el respeto de la personalidad del pupilo con el respeto a su voluntad, (como menciona el Informe presentado por España) entendiendo por voluntad la facultad de decidir y ordenar la propia conducta en un momento concreto.
· El propio informe del Gobierno reconoce la ausencia de garantías legales expresas que eviten la influencia indebida.
· No existe una obligación de revisar de oficio las sentencias de modificación de la capacidad de obrar. Esta salvaguarda, que debiera ser obligatoria de acuerdo a la Convención (exámenes periódicos), es potestativa y en la práctica no existen datos de revisiones de estas sentencias. 

· El abuso de la figura de tutela constata que la proporcionalidad de las sentencias tampoco está garantizada. No existen datos del número de tutelas constituidas respecto al número de sentencias de modificación  de la capacidad de obrar.
36. La adaptación a la Convención requiere cambios sustanciales en la regulación española de la capacidad de obrar de las personas con discapacidad El CERMI entiende que el sistema de limitación de la capacidad existente en España no es compatible con los mandatos de la Convención, por lo que no serían admisibles retoques o ajustes de detalle, sino que hay que crear un nuevo modelo, centrado en los apoyos. Para el CERMI, la Convención es una oportunidad histórica para abandonar sistemas paternalistas que merman la igualdad de las personas con discapacidad ante la ley, y cambiarlos por otros potencien la libre determinación, con los soportes y salvaguardias necesarios
37. La igualdad ante la ley de las personas con discapacidad en ocasiones se ve obstaculizada por la falta de concienciación sobre el modelo social y los derechos humanos de la CDPD. Adjuntamos como anexo una sentencia que refleja esta falta de concienciación ya que parte de la situación de discapacidad para justificar la retirada de la custodia de una menor a una madre con discapacidad.
Artículo 13. Acceso a la justicia
38. La falta de accesibilidad de las dependencias de la Administración de Justicia son notables
, e indudablemente esto obstaculiza el ejercicio del derecho a la justicia para personas con discapacidad, no solo por la existencia de barreras en el entorno físico, sino además por la ausencia con carácter general de otro tipo de recursos y a apoyos como intérpretes jurados de lengua de signos, bucles magnéticos, o documentación en formatos accesibles (impresoras braille, lenguaje fácil, etc.).

39. No existe una obligación legal específica que reconozca el derecho de accesibilidad de las personas con discapacidad en el acceso a la justicia con carácter general. Por esta carencia y puesto que no se contemplan las medidas que permitan la igualdad de oportunidades, existe legislación que discrimina a las personas con discapacidad en su derecho de participación en los procedimientos judiciales y otras funciones vinculadas a la administración de justicia. La falta de garantía de este derecho además pone en peligro el acceso a una tutela judicial efectiva de las personas con discapacidad
. 
40. PROPUESTAS DE MEJORA 

Es importante que en cumplimiento de la CDPD se reconozca el derecho de accesibilidad de las personas con discapacidad en el acceso a la justicia, en los términos recogidos en el artículo 2 y 9 de la Convención. Esto implica que se reconozca expresamente el derecho a utilizar la lengua de signos, el braille, los modos, medios y formatos aumentativos o alternativos de la comunicación, o cualquier otro dispositivo de apoyo que fueran necesarios para garantizar la igualdad de oportunidades.
41. El Reglamento del Notariado, la norma pública que regula la función de estos empleados en el ejercicio de la fe pública determina la incapacidad de intervenir como testigos a las personas con discapacidad. El Reglamento de Organización y Funcionamiento del Notariado (aprobado por Real Decreto 45/2007) establece en su Disposición Noventa y cinco que: Se modifica el artículo 182, que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 182.Son incapaces o inhábiles para intervenir como testigos en la escritura: 1.º Las personas con discapacidad psíquica, los invidentes, los sordos y los mudos.

42. Existe también una falta de previsión para el ejercicio de la función de jurado en los tribunales populares. La Ley Orgánica 5/1995, del Tribunal del Jurado, no establece medidas de apoyo que permitan a las personas con discapacidad que las necesiten ejercer este función en igualdad de condiciones, limitándose a regular una exclusión con carácter general.

43. Por sentencia judicial se puede limitar la capacidad procesal para demandar o querellarse. Mediante sentencia judicial se puede impedir que una persona con discapacidad pueda interponer una demanda civil al estar privada del pleno ejercicio de sus derechos civiles mediante un proceso de incapacitación (Art. 7.1 Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil). En estos casos solo será posible interponer una demanda si es representado en por un tercero (el tutor o quien se designe legal o judicialmente). 
44. Como señala el informe presentado por el Gobierno, la legislación que regula los procedimientos penales (Ley Enjuiciamiento Criminal Art. 102) también impide con carácter general que una persona con discapacidad, que por sentencia judicial se haya visto privada del ejercicio de sus derechos civiles, ejercite la acción penal cuando no hayan sido ofendidos por el delito.
Artículo 14. Libertad y seguridad de la persona
45. La falta de atención y recursos adecuados en el tratamiento de la salud mental ponen en peligro la libertad y seguridad de las personas con discapacidad psicosocial. La ley española permite los internamientos forzosos por razón de trastorno psíquico. El artículo 763 de la Ley de Enjuiciamiento Civil permite el internamiento no voluntario por razón de trastorno psíquico. 
46. El Internamiento forzoso no puede ser una medida de atención a las personas con discapacidad. La privación de libertad de un individuo y su reclusión forzosa en una institución del tipo que sea no puede atender a razones de salud. Los internamientos forzosos son contrarios a la CDPD y deben dejar de ser un recurso de atención a personas con discapacidad.

47. El Relator de Naciones Unidas contra la tortura en un informe presentado en julio de 2008 manifestó la incompatibilidad de los internamientos involuntarios por razón de discapacidad con los derechos humanos de este grupo social y por ende con la Convención
. 

48. El CERMI como organismo de seguimiento de la Convención ha solicitado la intervención del Defensor del Pueblo en relación a los internamientos de larga estancia personas con discapacidad en hospitales. En este sentido estamos detectando un sensible número de situaciones en las que se utilizan los hospitales como lugares de “residencia” habitual, o alojamientos de larga estancia para personas con discapacidad intelectual o psicosocial
. 
49. El carácter restrictivo de estas instituciones puede dar lugar a una grave vulneración de derechos fundamentales de las personas ingresadas, cuando no siendo el ingreso voluntario tampoco se justifica su estancia en la necesidad de una intervención terapéutica de urgencia que solo pueda ser atendida en este tipo de centros sanitarios. De estas situaciones se puede deducir que ante la inexistencia de otro tipo de recursos para atender a este colectivo, se prolonga su estancia de forma indefinida mediante prórrogas,  obstaculizando su desarrollo personal y vulnerando su dignidad y sus derechos fundamentales.

50. La Organización Médica Colegial (OMC) manifestó durante la I Jornada de Sanidad Penitenciaria que “las prisiones se han convertido en el receptáculo de los pacientes psiquiátricos y que los centros penitenciarios psiquiátricos no tienen cabida en nuestro ordenamiento jurídico y a pesar de ello siguen existiendo. Del total de población reclusa de nuestro país (76.215 personas en la actualidad), entre un 20 y un 25 por ciento tiene algún tipo de enfermedad mental y la tarea asistencial con estos pacientes debe ir encaminada a conseguir una mejora que les permita reincorporarse a la sociedad, para lo cual sería necesario poder contar con la misma ayuda especializada de nuestro Sistema Nacional de Salud (SNS), pues los recursos actuales destinados a este tipo de pacientes se están mostrando insuficientes”. 
	PROPUESTA DE MEJORA

51. La Confederación Española de Agrupaciones de Familiares y Personas con Enfermedad Mental, FEAFES, miembro de CERMI, realiza una propuesta de intervención terapéutica basada en los principios de atención integral de las personas con enfermedad mental y de sus familias con especiales dificultades y necesidades, en línea con los principios de actuación asumidos por la Estrategia de Salud Mental. Se aboga porque cada persona diagnosticada con una enfermedad mental tenga garantías de un tratamiento integral adecuado, es decir, que contemple todas las medidas terapéuticas necesarias, reconociendo y reivindicando el centro/unidad de salud mental comunitaria como estructura básica de atención. Dicho centro/unidad de salud mental comunitaria deberá contar con un equipo multidisciplinar que asegure la necesaria continuidad de cuidados, desde una perspectiva de accesibilidad y adaptación a las necesidades de cada persona, la atención domiciliaria y de tratamiento asertivo. Ello evitaría cualquier posibilidad de tratamiento ambulatorio involuntario y evitaría los internamientos como medida reactiva a episodios agudos.


Artículo 15. Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes
Artículo 16. Protección contra la explotación, la violencia y el abuso
Artículo 17. Protección de la integridad personal
52. Hay que regular los derechos de las personas institucionalizadas para prevenir los tratos degradantes. La personas con discapacidad institucionalizadas tienen frecuentemente un mayor riesgo de ver violados sus derechos y cuentan con menos posibilidades de ejercitar los mecanismos de protección jurídica al uso. En muchas ocasiones, se alojan o pasan muchas horas en centros alejados de su medio familiar y vital, existiendo el riesgo de que se les impongan o se las someta a tratos vejatorios o penosos o que se les apliquen tratamientos o programas respecto los cuales ellos mismos, o bien sus representantes legales o sus familiares, en su caso, no hayan dado su autorización previa o desconozcan el contenido de los mismos.

53. Se vulneran derechos fundamentales en centros residenciales. El Defensor del Pueblo ya evidenció la existencia de prácticas que vulneraban los derechos fundamentales de las personas con discapacidad en residencias públicas. Esto dio lugar a la Recomendación 125/2007, de 15 de noviembre, sobre la necesidad de que se dicten las instrucciones oportunas con el fin de suprimir la práctica existente en el Centro de atención a minusválidos físicos de Pozoblanco y, en su caso, en otros centros, de que se puedan impedir o restringir las visitas y comunicaciones telefónicas o postales de los usuarios, por indicación de los tutores. El control de los centros residenciales privados no fue objeto de indagación en este estudio porque excede del ámbito competencial del Defensor del Pueblo.

	PROPUESTA DE MEJORA

54. Es necesario reforzar las normas constitucionales y legales que protegen los derechos de estas personas, más aún cuando están en situación de dependencia, a través de una regulación expresa que complemente las normas civiles y constitucionales. Estas últimas ya protegen los derechos de cualquier persona, pero, por su propio carácter general, no recogen suficientemente la situación de una persona que vive interna, pernocta o permanece durante muchas horas en un centro, tratándose además de una persona vulnerable con dificultades para hacer uso de los mecanismos de protección jurídica establecidos con carácter general para todos los ciudadanos. Es necesario garantizar que la persona institucionalizada ejerce todos sus derechos y que el hecho de estar “institucionalizada” no es una razón para privarle de los mismos, entre ellos: el derecho de visita y comunicación, el de confidencialidad, a la intimidad, etc.

55. Sería preciso que España acometiese la realización de un Libro Blanco sobre la población con discapacidad y en situación de dependencia institucionalizada, a fin de conocer la situación de partida en cuanto al grado de protección de sus derechos humanos y libertades fundamentales, y que sirviera asimismo para plantear reformas legislativas y la instauración de políticas y medidas de acción positiva que acabaran con los entornos y prácticas segregados y segregadores y promovieran la vida independiente efectiva y el derecho a ser incluido en la comunidad, de acuerdo con el artículo 19 de la CDPD.


56. El Código Penal español permite la esterilización forzosa para personas con discapacidad. La esterilización de personas con discapacidad incapacitadas judicialmente, sin su consentimiento a esta práctica mutiladora, está permitida en nuestro ordenamiento jurídico. El artículo 156 del Código Penal dice:

«… no será punible la esterilización de persona incapacitada que adolezca de grave deficiencia psíquica cuando aquélla, tomándose como criterio rector el del mayor interés del incapaz, haya sido autorizada por el Juez, bien en el mismo procedimiento de incapacitación, bien en un expediente de jurisdicción voluntaria, tramitado con posterioridad al mismo, a petición del representante legal del incapaz, oído el dictamen de dos especialistas, el Ministerio Fiscal y previa exploración del incapaz.»

DENUNCIA  

57. El CERMI reclama una modificación del Código Penal
 que elimine la despenalización de la esterilización sin consentimiento expreso del interesado o interesada cuando se trata de una persona con discapacidad
.

58. Los programas y políticas públicas de prevención de la violencia de género no tienen en cuenta particularidades de las mujeres con discapacidad. Los datos a nivel europeo muestran una mayor exposición de las mujeres con discapacidad a la violencia de género: según informe del Consejo de Europa el 40% de las mujeres con discapacidad son o han sido víctimas de malos tratos. A pesar de la evidente situación de vulnerabilidad no existen ni políticas públicas ni datos en España que atiendan eficazmente y reflejen la situación de estas mujeres en nuestro país: de una parte porque el propio concepto legal de violencia de género solo hace referencia a las situaciones cometidas dentro de una relación de pareja entre la víctima y el agresor; de otra parte no existe una atención específica de las necesidades y especiales circunstancias de las mujeres con discapacidad y hay una falta de indicadores que contribuyan a conocer esta información y a identificar problemas y soluciones.
PROPUESTA  

59. Las políticas de prevención y atención de la violencia de género deben incluir de forma transversal en su diseño, aplicación y seguimiento, medidas que garanticen su eficacia respecto de las mujeres con discapacidad.
60. Los datos proporcionados en el informe de España también muestran mayor índice de maltrato en menores con discapacidad (párrafo 82 del informe de España). En este sentido y como bien apunta el Comité de los Derecho del Niño en las Observaciones Finales al Gobierno de España 
, es necesario el fortalecimiento de los esfuerzos en la promoción y protección de los derechos de los niños y niñas con discapacidad, realización de estudios sobre la violencia hacia niños y niñas con discapacidad y toma en consideración de la Observación General nº 9 (2006) sobre “Los derechos de los niños con discapacidad
”
Artículo 19. Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad
61. El sistema de atención a las personas con discapacidad está integrado fundamentalmente por servicios de cariz asistencialista; concebidos en el modelo médico rehabilitador requieren un nuevo enfoque y orientación hacia un modelo de vida autónoma e independiente, que favorezca la inclusión en la comunidad. 
Aunque existe un claro compromiso de los poderes públicos hacia los nuevos principios que inspiran las políticas de atención a las personas con discapacidad es necesario seguir trabajando para alcanzar un modelo de inclusión de acuerdo a la Convención.

62. Es precisamente la fuerte influencia del modelo asistencialista que todavía arrastra la red de servicios, la que justifica que en el Informe de España se haga referencia a las subvenciones destinadas al movimiento asociativo de personas con discapacidad dentro de este apartado, quienes bajo esta fórmula han sido proveedores de la red de servicios existentes (párrafo 94). 
63. La perspectiva de derechos humanos, de una parte, hace preciso reconfigurar este modelo y, de otra, fortalecer al movimiento asociativo en línea con los propósitos de la Convención, orientados principalmente a favorecer la participación de las personas con discapacidad en el diseño, aplicación y seguimiento de las políticas que les afectan, como una forma de vehicular el principio de “nada para nosotros sin nosotros” 
64. La Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en situación de Dependencia requiere un enfoque orientado a la Convención. El hecho de que desde el año 2006 España cuente con una Ley de Promoción de la Autonomía Personal y la atención a la situaciones de dependencia refleja el compromiso de los poderes públicos a la hora de propiciar la inclusión social de las personas con discapacidad. 

No obstante este sistema que ha tenido un desarrollo desigual en el territorio del Estado español y no esta siendo capaz de alcanzar el objetivo de la Convención, necesita ser modificado para favorecer la vida independiente y la inclusión en la comunidad de las personas con discapacidad. Toda esta materia ha sido objeto de un estudio monográfico realizado por la Universidad Carlos III a petición del CERMI.

65. Tras más de tres años desde la entrada en vigor de la Ley, los datos oficiales evidencian una clara tendencia a favorecer la institucionalización de las personas frente a un escaso desarrollo de los servicios y prestaciones de promoción de la autonomía personal, que sería aquéllas que mejor contribuirían a materializar el derecho a ser incluido en la comunidad. 
66. La vida independiente viene determinada por el control de la personas sobre las decisiones que le afecten, sin embargo el sistema no establece como criterio preferente, el de la persona que recibirá los apoyos o servicios.
67. El sistema previsto restringe las prestaciones para el estudio o el trabajo pero excluye que puedan apoyar el acceso al ocio o a la cultura, lo que claramente refleja un modelo de corte asistencialista.
68. Los niños con discapacidad disponen de menos apoyos para procurar su independencia y autonomía. La disposición adicional decimotercera de la Ley 39/2006 ordenaba al Consejo Territorial del Sistema para la autonomía y atención a la dependencia (SAAD) aprobar un plan integral de atención para los menores de 3 años en situación de dependencia, en el que se contemplaran las medidas a adoptar por las Administraciones Públicas para facilitar la atención temprana y la rehabilitación de sus capacidades físicas, mentales e intelectuales. Transcurridos más de tres años y medio de la entrada en vigor de la Ley, este Plan no ha sido adoptado, por lo que los menores de tres años  declarados en situación de dependencia carecen de la protección específica que debería prestarles el SAAD. 

69. En algunas Comunidades Autónomas, con plena competencia en la puesta en marcha de la Ley de Autonomía Personal, se restringen determinados apoyos a la autonomía en función de la edad del beneficiario lo que incurre en una discriminación contraria a la CDPD. Esto ocurre en Cataluña, la  Orden ASC/344/2008, de 14 de julio, por la que se regula la prestación económica de asistencia personal y se amplía el nivel de protección del Sistema Catalán de Autonomía y Atención a la Dependencia (SCAAD), excluye en su artículo 4 e) a los menores de 16 años en situación de dependencia como beneficiarios/as de la asistencia personal
70. El Estado del bienestar Español no beneficia por igual a las personas con discapacidad. Mientras que el sistema de protección social establece una participación solidaria a la hora de cubrir los costes de las situaciones protegidas, la promoción de la autonomía personal y la situación de dependencia recae exclusivamente en la persona con discapacidad, y en algunas ocasiones supone hasta un 90% del total de su capacidad económica. Esta circunstancia parece poco coherente con los principios que rigen nuestro sistema de coberturas cuyos costes son soportados por el conjunto de la ciudadanía, más aún cuando afecta al desarrollo de una vida humana digna.
71. En este mismo sentido uno de los problemas más denunciado por las personas con discapacidad que tienen movilidad reducida es la circunstancia de no poder mantener una vida independiente y autónoma por carecer de ascensor en sus viviendas. Esta circunstancia provoca situaciones de verdadera segregación social de personas que por no poder hacer frente a los gastos derivados de la instalación de un ascensor convierten sus casas en cárceles de las que no pueden salir. Es necesario que se reforme las leyes para que el coste de instalación de estos dispositivos sea soportado solidariamente por toda la comunidad de propietarios y que los límites para ello respondan a verdaderos criterios de proporcionalidad con el perjuicio ocasionado de no ponerlo.
72. PROPUESTAS DE MEJORA – Principales conflictos entre la Ley 39/2006 (y el SAAD) y la CDPD y necesidad de incorporar nuevas orientaciones

El SAAD, en tanto que nuevo dispositivo de protección social, debe ser una herramienta de especial relevancia para el desarrollo y aplicación de la CDPD, a fin de proporcionar los ajustes y apoyos necesarios que sitúen a las personas con discapacidad en igualdad de oportunidades para el pleno ejercicio de sus derechos humanos.

Es necesario potenciar e impregnar el marco conceptual y los objetivos del SAAD del modelo social de entender la discapacidad plasmado en la CDPD, que parte de un marco conceptual de derechos humanos, orientado a capacitar y situar a la persona en una posición de igualdad de oportunidades para la que se requieren apoyos.

a. La aplicación y cumplimiento de la CDPD por parte de todas las Administraciones, los agentes sociales y la ciudadanía precisan primero de su conocimiento, en este sentido es importante que quienes están vinculados y llevan a cabo la gestión del SAAD conozcan profundamente la CDPD; es una obligación del Estado parte (España, en este caso) promover la formación de estos profesionales de acuerdo con establecido en el propio Tratado internacional.

b. El artículo 19 de la CDPD, que establece el derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad, ha de constituir el eje orientador e informador de todos y cada uno de los desarrollos del SAAD, tanto en el plano del marco conceptual, modelos de atención, diseño de servicios y prestaciones, participación del usuario/a y de las organizaciones civiles del tercer sector. 

c. Los principios y derechos establecidos en la Convención que inciden especialmente en el ámbito del SAAD y que ahora no se ven incorporados materialmente son:

· La libertad de elección del usuario y su participación en el diseño de la atención que recibe.

· La ausencia o la fragilidad de dispositivos, prestaciones y servicios orientados efectivamente a promover la vida independiente y la autonomía personal, que deben ser los objetivos de referencia del SAAD, abandonando modelos meramente asistencialistas hoy felizmente superados.  

· La accesibilidad en sentido amplio, incluido el derecho a la información que tienen que garantizar la adaptación de los mecanismos de comunicación del SAAD para que todos los usuarios ejerzan su derecho de participación y autodeterminación, y para garantizar que conoce sus derechos como usuario del sistema y como ciudadano o ciudadana en igualdad de condiciones.

· Especial protección de los grupos más vulnerables: mujeres y niños/as, minorías, mayores, lo que implica la no discriminación por razón de edad u otra condición social o personal.

· La participación efectiva de la ciudadanía con discapacidad, a través de sus organizaciones representativas, en virtud del principio de diálogo civil, en el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas de promoción de la autonomía personal.

d. Siendo los servicios residenciales una de las prestaciones del SAAD, es necesario regular la protección jurídica de las personas institucionalizadas. 

e. Es necesario que la evaluación y revisión del SAAD tenga en cuenta determinadas cuestiones esenciales a que obliga la CDPD, y entre ellas:

· Potenciar los servicios de promoción de la autonomía personal, incluido el de prevención de las situaciones de dependencia: es necesario desarrollar los planes de prevención de la dependencia, crear las estructuras para la provisión de los servicios que contempla la Ley y regular con amplitud el servicio de promoción de la autonomía personal.

· 
A la luz de la experiencia en la aplicación autonómica de la Ley, en sus tres años de vigencia, se deben establecer mecanismos de garantía de la equidad y la no desigualdad por razón de territorio en que residen las personas usuarias.

· Es necesario revisar y adecuar las cuantías de las prestaciones económicas para alcanzar niveles mínimos de cobertura del servicio, y por otra parte garantizar la sostenibilidad del SAAD para que se configure como un verdadero derecho subjetivo. A la luz de la Convención se podría incurrir en una violación de derechos humanos cuando se niegue el derecho de apoyo orientado a la autonomía personal y este sea necesario para ejercer un derecho fundamental como por ejemplo el derecho a la educación o al trabajo.

· El derecho a la vida independiente y a la prestación de asistencia personal como herramienta para lograr la autonomía y autodeterminación, está recogido de forma expresa en la CDPD, y en este sentido resulta necesario modificar la actual regulación restrictiva de la prestación de asistencia personal, para abrirla a todo tipo de personas (eliminar restricciones de grado y nivel, así como de edad que hoy en día ocurren en algunas Comunidades Autónomas) y para todo tipo de actividades, configurando “una asistencia integral” (ocio, trabajo, educación, etc.). También es necesaria la regulación de la figura del asistente en el ámbito laboral de forma específica, incluida la formación y la cualificación.  

· Se propone crear y dotar en el marco del SAAD recursos necesarios y suficientes para el desarrollo de Oficinas de Vida Independiente en todas las Comunidades Autónomas, encargadas de extender y difundir este estilo de vida y gestionar este tipo de prestaciones y vigilar su calidad y adecuación.  

· El paradigma del valor intrínseco de la diversidad que plantea y encarna la Convención, esto es, la valoración positiva de la discapacidad debe también incorporarse a la Ley 39/2006, cuya finalidad debe ser la de respetar la diversidad y capacitar a las personas con necesidades de apoyos y a su entorno para el pleno disfrute de sus derechos humanos.

73. La accesibilidad de las instalaciones y servicios comunitarios en las zonas rurales es insuficiente. La falta de la perspectiva de discapacidad y de género en las políticas de desarrollo del medio rural ha dado lugar a una penosa situación de las personas con discapacidad en este entorno. Del total de la población del medio rural en España el 11% son personas con discapacidad, un 3 por ciento más que en las ciudades. La falta de previsión de las condiciones de accesibilidad o de las necesidades de este grupo social les afecta en el acceso a derechos y servicios básicos como la educación, la sanidad, el ocio o el trabajo
. Esta situación se agrava en mayor medida respecto de las mujeres y de los niños y niñas con discapacidad. Las estadísticas oficiales españolas, por ejemplo, ponen de manifiesto que la personas con discapacidad residentes en el medio rural reciben un menor porcentaje de tratamientos de rehabilitación (16,2% en medio rural frente a un 22,2% en el medio urbano, 6 a 64 años). De las personas con discapacidad de 6 a 15 años del medio rural, el 5,1% no han sido escolarizados frente al 2,4% urbano. Entre los no escolarizados, hay un 17,6% que declara no estarlo porque no hay en su entorno un centro adecuado a sus necesidades.

PROPUESTA DE MEJORA 

74. El derecho a ser incluido en la comunidad requiere la adaptación de todos los servicios, prestaciones y recursos de apoyo de tal forma que sean accesibles en igualdad de condiciones para todas las personas. Los planes de desarrollo rural deben incorporar la perspectiva de discapacidad, con especial atención a las mujeres y a los niños y niñas. 

Artículo 20. Derecho a la movilidad personal
75. Las normas que regulan el transporte aéreo para personas con discapacidad suponen un agravio económico. A pesar de los aspectos positivos que ha aportado el Reglamento (CE) nº 1107/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo de 5 de julio de 2006 sobre los derechos de las personas con discapacidad o movilidad reducida en el transporte aéreo, aplicable directamente a España como miembro de la Unión Europea, y sobre todo la mejora en la atención aeroportuaria al haberse centralizado en el operador público AENA la atención a estos pasajeros, siguen persistiendo problemas y dificultades. 

76. El Reglamento  de aplicación directa en España, en principio prohíbe en su artículo 3 la posibilidad de denegar el embarque a un pasajero con movilidad reducida o discapacidad. Lamentablemente existen “excepciones” a esta regla que dejan un margen demasiado discrecional a las compañías aéreas, casi siempre alegando razones de seguridad de dudosa fundamentación u otras circunstancias que podrían ser subsanadas a través del Diseño para Todos.

77. El Reglamento también permite que los operadores turísticos o a las compañías puedan exigir a la personas con discapacidad que viajen con un acompañante y sin embargo no existen medidas compensatorias de este sobre-coste económico que tienen que soportar estos viajeros.

78. No son pocas las quejas que se reciben en el CERMI en las que se niega sin motivación alguna el embarque a personas con discapacidad, sobre todo respecto de aquellas discapacidades que levantan más prejuicios en este sentido como son las intelectuales, o cuando las personas con discapacidad (física, sensorial o intelectual normalmente) viajan en grupos numerosos (más de dos o tres individuos).

79. Las obras en la vía pública incumplen con las garantías de accesibilidad y seguridad para los peatones con discapacidad. Los proyectos de obras públicas ignoran por completo a las personas con discapacidad al no respetar las condiciones que faciliten el tránsito seguro de estas personas mientras perdura la obra o actuación. El año 2009 ha sido un período en el que se han realizado numerosas reformas de los espacios públicos, calles, aceras, calzadas, etc., en muchos municipios españoles, entre otras razones, por la puesta en marcha del Plan E del Gobierno de España (un programa público de inversiones en municipios para reactivar la economía y generar empleo). Esto ha evidenciado la falta de respeto del derecho a la movilidad de las personas con discapacidad por parte de las administraciones públicas. Las condiciones de inaccesibilidad de las calles y vías han creado verdaderos peligros para la integridad física de las personas con discapacidad, que han visto violado su derecho a moverse y circular libremente.

PROPUESTA DE MEJORA

80. Las obras y actuaciones en la vía pública deben incorporar en los proyectos las previsiones adecuadas de accesibilidad que garanticen la seguridad de los peatones con discapacidad. 

81. A partir del análisis de las quejas y reclamaciones recibidas por parte de pasajeros aéreos con discapacidad, y de la experiencia adquirida desde que se viene aplicando el Reglamento europeo vigente en la materia, el CERMI ha presentado al Ministerio de Fomento del Gobierno de España, para que a su vez eleva a la Unión Europea, un informe de situación
 con  propuestas de mejora dirigido a garantizar el acceso de los pasajeros con discapacidad al transporte aéreo sin discriminaciones, y en condiciones de calidad y comodidad. En concreto se solicita que se eliminen las restricciones que impiden a determinados pasajeros con discapacidad a viajar solos o que se adopten las medidas necesarias para evitar discriminaciones o agravios económicos. Además se requiere que se elimine cualquier prohibición o restricción a que las personas con discapacidad puedan viajar en grupo.

82. También se aborda la necesidad de que la reglamentación comunitaria regule de modo específico el tratamiento de los productos de apoyo y ayudas técnicas de los pasajeros con discapacidad, como las sillas de ruedas y similares, que en caso de deterioro, extravío o pérdida por la compañía aérea son considerados como simple equipaje, cuando su función y valor son otras muy distintas.

Artículo 21. Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información.
83. Continúan los incumplimientos de las condiciones de accesibilidad de las páginas de Internet públicas y de grandes empresas. El derecho de información y expresión libre y en igualdad de condiciones para las personas con discapacidad está claramente condicionado por el cumplimiento de las obligaciones de accesibilidad que en cada caso se deriven. 
84. El incumplimiento reiterado del principio y las obligaciones legales de accesibilidad, que se ha puesto de manifiesto a lo largo de este informe, indica un grado de vulneración relevante de este derecho. En concreto desde el CERMI se han denunciado entre los años 2009 y 2010 más de 13 empresas e instituciones, que incumplen las obligaciones
 de accesibilidad de la información de sus páginas de Internet. A fecha de cierre de este informe no se conocen sanciones administrativas por estos incumplimientos.
85. Tres años después de la aprobación de la Ley 27/2007, por la que se reconocen y regulan las lenguas de signos españolas y se regulan los medios de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas, muchas de sus disposiciones adicionales no han sido aún desarrolladas ni implementadas. Particularmente la Disposición Adicional séptima sobre Ayudas Técnicas a la Audición,
. En este sentido, se ha desaprovechado la oportunidad, en la reciente ampliación de la Cartera de Servicios Comunes del Sistema Nacional de Salud, de eliminar la discriminación en la cobertura de la prestación por audífonos para los mayores de 16 años.
86. Otro de los desarrollos pendientes que hacen ineficaz la Ley 27/2007 es la Disposición Final Cuarta que establece que el Gobierno elaborará un reglamento que desarrolle los apoyos para cualquier tipo de ayuda técnica que contribuya a la eliminación de las barreras de comunicación para la integración social de las personas sordas, así como la utilización de la lengua de signos. 
87. Dentro de las obligaciones asumidas en el ámbito del artículo 21 de la Convención se encuentra además la de reconocer y promover la utilización de la lengua de signos como una parte de la identidad lingüística y cultural de las personas sordas signantes, que debiera ser reconocido de forma explícita por las leyes sustantivas como la Ley 27/2007.
Artículo 22. Respeto de la privacidad.
88. No existe una legislación específica que proteja este derecho respecto de quienes se encuentran en situaciones de mayor vulnerabilidad como las personas institucionalizadas o sometidas actualmente a un régimen de tutela. 

PROPUESTA DE MEJORA

89. Se debería reforzar legalmente la protección de este derecho respecto de las personas con discapacidad cuya capacidad de obrar está modificada por sentencia judicial, especialmente aquellas que están institucionalizadas que tienen fijado su domicilio en residencias, pisos tutelados u otro tipo de instituciones públicas o privadas que se convierten en la vivienda habitual de estas personas (Incluido en las propuestas párrafos 54 y 55).
Artículo 23. Respeto del hogar y la familia.
90. El ejercicio del derecho a ser madre o padre de las personas con discapacidad puede ser vulnerado por sentencia judicial. Como ya hemos incluido en el apartado relativo a los artículos 15 a 16 de la CDPD, es posible por sentencia judicial esterilizar sin su consentimiento a una persona con discapacidad. Esta circunstancia permitida en nuestro Código Penal, vulnera el derecho de las personas con discapacidad a tener una familia en igualdad de condiciones.
91. Esta situación de vulneración afecta más a las mujeres puesto que la motivación para esterilizar suele radicar en evitar una mayor carga para los tutores en caso de tenerse que hacer cargo del hijo o hija de su tutelada. La falta de apoyos suficientes para que la persona con discapacidad ejerza su derecho a ser madre en igualdad de condiciones, convierte al futuro bebé en una “carga” para los tutores.

92. Los jueces fundamentan la idoneidad para la guardia y custodia de los hijos en la ausencia de discapacidad. Lamentablemente no son raras las decisiones judiciales que en procesos de separación o divorcio, cuando se trata de determinar la guardia o custodia de los descendientes, perjudican a los padres o madres con discapacidad, a los que se considera menos preparados para atender y cuidar a la prole. 

93. Se adjunta a modo de ejemplo una sentencia judicial en este sentido
, que fue ratificada en los mismos términos en segunda instancia, y que claramente manifiesta que “Estamos hablando de la necesidad de valorar sus importantísimas limitaciones –del progenitor con discapacidad-  y de contrastarlas con la ausencia de las mismas por parte del padre…”. Nos gustaría también señalar que precisamente la existencia de los medios que apoyen a la persona con discapacidad para el ejercicio de sus derechos, constituyen los elementos que permiten a la personas situarse en igualdad de oportunidades, y sin embargo en la sentencia la existencia de un asistente personal se valora de forma negativa y se utiliza para argumentar la falta de idoneidad de la madre. Tampoco respeta el fallo la existencia de comunicación alternativa, como se pone de manifiesto en el apartado destinado al artículo 13 de este informe, entre otras cuestiones. La  sentencia ha repetido casi los mismos argumentos en apelación, lo que nos indica que existen un profundo desconocimiento, en gran parte de la judicatura española, de los principios de la Convención. No queremos cuestionar la decisión de fondo de la sentencia, en cuanto que considera más idóneo al padre, pero si hemos de decir que los fundamentos que sustentan esta decisión son claramente discriminatorios. 
94. Los progenitores con discapacidad son juzgados públicamente, no solo por la administración de justicia, también por los servicios sociales e incluso por la sociedad en general, como personas que no tienen el mismo derecho a ser padres o madres porque se las prejuzga como no válidos (o menos válidos) para hacerlo. Es preciso combatir estos prejuicios y prevenir las vulneraciones de este derecho, evidenciando y respetando que las personas con discapacidad, si cuentan con los apoyos necesarios, pueden, pero sobre todo deben, ejercer su derecho a ser padres en igualdad de condiciones que cualquier hombre o mujer sin discapacidad.
95. En esta misma línea existe una mayor vulnerabilidad de las mujeres con discapacidad que en algunas ocasiones son empujadas, bien de forma directa o indirecta al no contar con los apoyos necesarios, a renunciar a su derecho a ser madres, llegando en los casos más extremos al aborto coercitivo.

PROPUESTA DE MEJORA
96. Garantizar el derecho a tener un hogar y a la familia requiere entre otros aspectos crear una red de servicios a las familias, en las que al menos uno de los miembros tenga una discapacidad del tipo que sea, adecuando prestaciones y servicios de apoyo orientados a asegurar el ejercicio de este derecho en igualdad de condiciones sin ningún tipo de prejuicios. 

97. Del mismo modo es necesario que desarrollen programas, servicios y campañas informativas adecuadas que garanticen que los hombres y las mujeres con discapacidad tengan el mismo acceso a sus derechos reproductivos y sexuales fundamentalmente en el ámbito de la salud, pero también respecto de aquellos servicios y políticas públicas de apoyo a la familia.

Artículo 24. Educación.
98. La Ley de Educación española discrimina por razón de discapacidad. Como bien refleja el informe presentado por el Gobierno de España, la Ley Orgánica de Educación, aunque inspirada en la inclusión educativa y la igualdad de oportunidades, permite en su articulado la derivación de los alumnos con discapacidad a centros de educación especial. 

99. El derecho de educación inclusiva se vulnera sobre todo en niños o niñas con determinados tipos de discapacidad o con necesidades de apoyo elevadas Estas decisiones son adoptadas por la administración educativa, infringiendo en algunos casos el derecho de elección y la igualdad de oportunidades proclamados en la Convención. Esta segregación forzosa se justifica en que las necesidades del alumno no pueden ser atendidas en centros ordinarios
. Esta realidad pone de manifiesto el carácter excluyente de la educación respecto de determinados tipos de discapacidad que pueden requerir apoyos más intensos o específicos y una formación del profesorado acorde con esa realidad
100. Para los alumnos y alumnas en centros de educación especial tampoco se prevé ningún tipo de medidas de inclusión, a corto, medio o largo plazo en contra de lo dispuesto en la Declaración de Salamanca para las necesidades educativas espaciales
. 

101. La Convención proclama el derecho a una educación inclusiva de las personas con discapacidad en todas las etapas de su vida. Por lo tanto, independientemente del grado y tipo de discapacidad que tenga una persona se deberán de establecer los apoyos y medidas que le ayuden a ejercer su derecho en igualdad de condiciones en los centros de educación y formación ordinarios, respetando el derecho de elección en igualdad de oportunidades de los alumnos y alumnas, o de los progenitores o tutores cuando así proceda. 

102. Los datos facilitados por el Ministerio de Educación del Gobierno de España
 muestran una previsión de incremento de un 2 por ciento de los alumnos de educación especial respecto del curso anterior. En este sentido sería importante que se identificaran las causas que originan este aumento a priori en contra de lo establecido por la Convención. El CERMI apunta dos posibles causas ambas en contra de los principios de la Convención: ya sea por derivación administrativa forzosa de forma directa, por decisión administrativa, o indirecta cuando responda a una falta de atención adecuada en los centros de educación ordinarios. 

· La Oficina de Estadística del Ministerio de Educación nos da los siguientes datos oficiales sobre el alumnado con necesidades educativas especiales en España durante el curso 2008-2009:

· Había un total de 138.468 alumnos (135.747 en el curso anterior). De estos 25.486 estaban escolarizados en centros de educación especial y 5.333 en unidades de educación especial en centros ordinarios. Es decir que un 22,2 % acnees
 está en centros de educación especial puesto que en el curso anterior este porcentaje era del 21,67% ha habido un claro incremento de la educación especial frente a la de integración. 
· Si analizamos la estadística por discapacidad vemos que la mayoría de los alumnos en educación especial son personas con discapacidad intelectual, trastornos generalizados del desarrollo o de conducta, y plurideficiencias.

103. No hay datos sobre gasto realizado ni en educación especial ni en integración media por alumno. Esta información sería importante tenerla para evaluar la calidad de la integración entre otras cuestiones.
104. Los datos de la última Encuesta de Discapacidad, Autonomía personal y situaciones de Dependencia (EDAD – 2008), revelan en este sentido algunos puntos importantes que cuestionan la igualdad de oportunidades en el acceso a este derecho:

· El 11,5 % de la población con discapacidad no ha completado sus estudios primarios frente al 2.1% de la población en general.
· Solo el 10,5% de la población con discapacidad tiene estudios universitarios mientras que este porcentaje es dos veces mayor en la población sin discapacidad (24.1%).

· Si atendemos a las elevadas tasas de desempleo e inactividad de las personas con discapacidad podemos concluir que la calidad de la formación que están recibiendo las personas con discapacidad no es la misma, lo que unido a otro tipo de obstáculos resulta en mayores tasas de desempleo e inactivad respecto de las de la población sin discapacidad.
· De los datos oficiales que existen también observamos una mayor vulnerabilidad de las mujeres puesto que el 74,79% de las mujeres con discapacidad o carece de estudios o solamente tiene estudios primarios. El porcentaje de analfabetismo afecta al 6,74% de las mujeres con discapacidad, frente al 3,66% de hombres.  
PROPUESTAS DE MEJORA

105. EL CERMI ha elaborado un documento de propuestas orientadas a mejorar y asegurar el derecho a una educación inclusiva de calidad para los niños y niñas con discapacidad que se adjunta como Anexo III a este Informe. Aunque globalmente en España, el alumnado con discapacidad recibe educación en modalidades ordinarias en un porcentaje que ronda el 80%, lo que denota cierto esfuerzo realizado en el pasado para dirigirse a paradigmas de educación inclusiva, es cierto que se comprueba un peligroso estancamiento de esta tendencia, con grave peligro de retrocesos hacia formas de educación segregadas. Es el momento, con motivo de la Convención, de replantearse esta cuestión, incluso normativamente, modificando nuestras leyes y reglamentos, y lanzar un plan para la reactivación de la educación inclusiva lo suficientemente ambicioso como para que en pocos años  España pueda cumplir con el espíritu y la letra del artículo 24 de la Convención. Este Plan debe incluir indicadores que faciliten la evaluación y el éxito de la educación inclusiva y abordando de manera enérgica la perspectiva de género en estas políticas.
Artículo 25. Salud.
106. La falta de atención temprana y un diagnóstico adecuado pone en peligro los derechos de los niños y las niñas con discapacidad. Son especialmente importantes, aunque no exclusivos, para alcanzar el pleno desarrollo de los niños y niñas con discapacidad los derechos a la salud y rehabilitación, en términos de atención temprana y promoción de la autonomía. 

107. En este sentido la identificación tardía de las deficiencias, la falta de recursos disponibles y la descoordinación de las administraciones públicas –servicios sociales, sanitarios y educativos, entre otros – dificultan y ponen en riesgo el disfrute de los derechos de los niños y niñas con discapacidad, que están siendo atendidos en su mayoría por las asociaciones de padres y madres, frecuentemente sin el apoyo de las administraciones públicas.

	PROPUESTA DE MEJORA

108. Se debe mejorar la atención de los niños y niñas con discapacidad desde su nacimiento hasta los 6 años. La intervención y atención temprana condicionará su desarrollo en igualdad de oportunidades. No obstante, existe una deficiente atención en estas edades, sobre todo hasta los 3 años. Proteger los derechos de los niños y niñas con discapacidad requiere el desarrollo de políticas públicas coordinadas y con una dotación suficiente de recursos que aseguren una atención integral y coordinada para atender adecuadamente sus necesidades en el ámbito sanitario, psicosocial y educativo. Asimismo, la desigualdad en la atención por razón del territorio (región) donde se habite, es muy acusada. 


109. De acuerdo a las recientes Observaciones finales del Comité de los Derecho del niño sobre el informe de España
 es también reseñable la falta de atención adecuada de los niños y niñas con trastornos emocionales y psicológicos. La información presentada indica un aumento significativo de la prescripción de psicoestimulantes a los niños y niñas diagnosticados con trastorno por déficit de atención e hiperactividad (TDAH)., en este sentido el Comité recomienda el desarrollo de una política nacional de salud mental infantil positiva y de bienestar emocional, de prevención de problemas de salud mental comunes en las escuelas, de tratamientos de salud primaria y desarrollo de equipos especializados de profesionales para la atención de niños y niñas en esta situación. 

110. Igualmente el Comité de los Derechos del Niño invita al gobierno de España a fomentar la Investigación en el campo de la Psiquiatría Infanto-Juvenil, con especial atención a los determinantes sociales de salud mental y trastornos mentales. De igual modo requiere que se lleve a cabo un examen del fenómeno de la sobre-prescripción de medicación a niños y niñas, e impulso de iniciativas para facilitar a niños y niñas con TDAH y otros trastornos del comportamiento, así como a sus padres, madres y profesores, acceso a un amplio abanico de medidas y tratamiento psicológico y educativo
.
111.  Las excepciones al consentimiento informado cuando se fundamente en la discapacidad están en contra de la Convención. La regulación del consentimiento informado en nuestro ordenamiento jurídico permite la sustitución del consentimiento por el representante legal para las personas judicialmente “incapacitadas”, para la aplicación de tratamientos médicos y la participación en ensayos clínicos. Estos preceptos son contrarios a la CDPD, los supuestos de sustitución del consentimiento deberán ser los mismos para personas con discapacidad que sin discapacidad, siempre respetando y equilibrando los derechos fundamentales en juego.  
112. Las políticas de salud necesitan incorporar con carácter transversal la perspectiva de la discapacidad para garantizar la adecuación de los servicios y la atención de todas las personas con discapacidad. 
PROPUESTA DE MEJORA

113. El CERMI ha elaborado propuestas con vistas a la anunciada nueva ley estatal de Salud Pública
 que incluye entre otras demandas la de crear un verdadero espacio de atención sociosanitaria. Además, se hacen propuestas orientadas a dar una respuesta adecuada a las necesidades específicas de las personas con discapacidad en un sistema de salud público, y en particular respecto de las necesidades de las personas con enfermedad mental, el derecho a la salud reproductiva en especial de las mujeres con discapacidad, la consideración de las enfermedades raras como un asunto de salud pública, o la regulación del consentimiento informado de acuerdo a la CDPD.

114. La falta de atención adecuada a las personas con discapacidad psicosocial pone en peligro sus derechos. Según datos de la Fiscalía General del Estado el número de internamiento forzosos incoados en el 2008 sufrió un incremento del 26.7%
 respecto del año anterior. Este medida que en nuestro ordenamiento jurídico se justifica en la necesidad de intervención terapéutica urgente y que atenta gravemente contra los derechos humanos de las personas con discapacidad, viene entre otras razones solicitada por las familias por carecer de una atención adecuada en el sistema de salud público.

PROPUESTA DE MEJORA

115. La Confederación Española de Agrupaciones de Familiares y Personas con Enfermedad Mental, FEAFES, miembro de CERMI, realiza una propuesta de intervención terapéutica basada en los principios de atención integral de las personas con enfermedad mental y de sus familias con especiales dificultades y necesidades, en línea con los principios de actuación asumidos por la Estrategia de Salud Mental. Se aboga porque cada persona diagnosticada con una enfermedad mental tenga garantías de un tratamiento integral adecuado, es decir, que contemple todas las medidas terapéuticas necesarias, reconociendo y reivindicando el centro/unidad de salud mental comunitaria como estructura básica de atención. Dicho centro/unidad de salud mental comunitaria deberá contar con un equipo multidisciplinar que asegure la necesaria continuidad de cuidados, desde una perspectiva de accesibilidad y adaptación a las necesidades de cada persona, la atención domiciliaria y de tratamiento asertivo. Ello evitaría cualquier posibilidad de tratamiento ambulatorio involuntario y evitaría los internamientos como medida reactiva a episodios agudos.

116. El artículo 25 de la Convención dispone que es importante la prohibición de discriminación en los seguros de salud y vida a favor de las personas con discapacidad, siendo, por ello, necesario que exista una consideración de la situación específica de las personas con discapacidad en su relación con las entidades aseguradoras por parte de dichas entidades. La experiencia demuestra que se producen situaciones de discriminación en los supuestos de contratación de seguros por personas con discapacidad porque hay una tendencia a confundir la situación de “salud” con la situación “discapacidad e integridad física”. La normativa española no garantiza la no discriminación conforme a lo previsto en la Convención. La propuesta de reforma debe ir dirigida a clarificar esta situación y eliminar los actos que discriminan a las personas con discapacidad. Las compañías aseguradoras deben tener la obligación de evaluar el riesgo adecuadamente, basándose en circunstancias objetivas y no basadas en criterios discriminatorios.
Artículo 26. Habilitación y rehabilitación
117. El sector social de la discapacidad lleva muchos años demandando la reforma de la cartera de servicios ortoprotésica, con un replanteamiento amplio y profundo que contemple la ampliación de cobertura en muchos casos. En el Informe España 2008 se señaló la necesidad de actualizar el catálogo ortoprotésico del Sistema Nacional de Salud. En el 2009 el Gobierno inició un proceso de revisión que esperamos que permita una revisión y adaptación continua a los constantes avances en investigación y desarrollo de nuevas tecnologías y dispositivos de apoyo. 

PROPUESTA DE MEJORA

118. El CERMI presentó ante la Subdirección General de Cartera de Servicios y Nuevas Tecnologías del Ministerio de Sanidad y Política Social un informe sobre la cuantificación económica y técnica de los cambios necesarios para actualizar la cartera de servicios de la prestación ortoprotésica del Sistema Nacional de Salud.

119. En este documento se ofrece respuesta a la petición de la Subdirección General de Cartera de Servicios y Nuevas Tecnologías (Dirección General de Ordenación Profesional, Cohesión del Sistema Nacional de Salud y Alta Inspección) del Ministerio de Sanidad y Política Social, de fecha 6 de agosto de 2006, relativa a la cuantificación económica y técnica de algunas posibles altas en la nueva cartera de servicios. Se detalla la información conforme al orden y parámetros establecidos en la petición indicada.

120. Como ya se ha mencionado en el apartado destinado al artículo 19 de la CDPD, los datos oficiales españoles muestran la falta de adecuación de los servicios comunitarios en las zonas rurales, lo que ocasiona, por ejemplo, que las personas con discapacidad residentes en el medio rural reciban un menor porcentaje de tratamientos de rehabilitación (16,2% en medio rural frente a un 22,2% en el medio urbano, 6 a 64 años). 
Artículo 27. Empleo.
121. España cuenta con una política de medidas activas para el empleo importante que debe ser reforzada en estos momentos de crisis económica que afecta en mayor medida al empleo de personas con discapacidad. No obstante es importante que se articulen indicadores de seguimiento para evaluar la eficacia de estas políticas.
122. Las políticas de empleo deben incluir la perspectiva de género puesto que los índices de desempleo, de inactividad y de formación son significativamente peores en las mujeres que en los hombres con discapacidad. Se calcula que aún siendo las mujeres con discapacidad más del 59% de este colectivo, no se benefician por igual de las medidas de fomento de empleo (solo el 30% de los beneficiados son mujeres).

123. Los datos oficiales ponen de manifiesto un claro problema de inactividad de las personas con discapacidad. En este sentido es preciso que se aborde esta cuestión en concreto para evaluar las barreras y obstáculos que impiden o desmotivan la incorporación de las personas con discapacidad al mercado laboral. 

124. Los motivos de la falta de búsqueda activa de empleo son múltiples pero incide claramente la baja formación que presenta este colectivo. Los trabajos a los que tienen acceso son de baja cualificación con bajos salarios que además son generalmente incompatibles con las prestaciones sociales recibidas. Si tenemos en cuenta que estas prestaciones pretenden cubrir el sobre-coste económico que supone ser una persona con discapacidad, dejar de percibirlas para muchos se convierte en un problema de supervivencia. 
125. Aunque se han hecho importantes avances la situación del acceso al empleo público por las personas con discapacidad puede ser resumida en las propias declaraciones que formula la Ley 53/2003, de 10 diciembre, de empleo público de discapacitados, en cuya Exposición de Motivos aunque declara que, pese a que existe un mandato legal explícito y muy claro en la Ley de la Función Pública «la realidad es el lamentable incumplimiento del mismo».

126. La falta de cumplimiento de la reserva legal establecida se suma a los problemas del procedimiento de acceso, en ocasiones por la falta de ajustes en las pruebas o en el puesto de trabajo. A este frecuente incumplimiento hay que añadir las contradicciones entre la norma estatal y la autonómica por ejemplo en las Comunidades Autónomas de Canarias y Valencia la regulación se contradice con la estatal en el caso de las plazas no cubiertas que no se mantienen para sucesivas convocatorias y pasan al turno libre, mientras que en la normativa estatal estas se mantienen hasta un límite; con lo que se avanza en  conseguir  el fin último de la medida: que el 2 por ciento de los empleados de la Administración sean personas con discapacidad, contribuyendo así a su incorporación al mercado de trabajo.
127. En este sentido señalamos en el ámbito autonómico canario, el Decreto 43/1998, de 2 de abril por el que se desarrolla el capítulo IV, Título VI de la Ley 2/1987 de 30 de marzo, de la función pública canaria, regulador del sistema de acceso de personas con minusvalía. Contiene una disposición totalmente contraria a la Convención exigiendo el sentido de la vista a todos los grupos de clasificación de funcionarios en el Anexo sobre condiciones mínimas para el acceso de personas con discapacidad sensorial a la función pública y la diversidad de requisitos mínimos exigibles en función del grupo profesional o la naturaleza de la relación.

128. En el año 2010 la Oficina Permanente Especializada del Consejo Nacional de Discapacidad también se pronunció en contra de considerar como ajuste razonable la adaptación a la modalidad de examen escrito una prueba oral para el acceso a un empleo público de una persona con discapacidad afirmando que “la sustitución de los exámenes orales en escritos en las materias específicas de la oposición…de acuerdo con la normativa vigente debe cumplirse los principios de mérito y capacidad, y por tanto una persona sorda con titulación superior, debe superar el proceso selectivo realizando una prueba oral como el resto de los opositores, con el fin de que se cumplan dichos principios, así como que se acredite por el opositor que cumple con las capacidades necesarias para desempeñar un puesto en el Cuerpo Superior de las Administraciones Públicas”.

129. Los ajustes razonables son una importante herramienta de la política de empleo pero no son utilizados por trabajadores y empresarios en la medida en que cabría hacerlo. En este sentido sería necesario desarrollar su regulación y fomentar su cumplimiento y utilización para incrementar su eficacia. Son numerosos los conflictos para determinar qué se puede entender como ajuste razonable.
130. El cuadro de exclusiones médicas de acceso a al Cuerpo Nacional de Policía y al de la Guardia Civil
 puede incurrir en ilegalidad. La normativa que regula las condiciones físicas o psíquicas que impiden el acceso a estas profesiones contiene criterios que resultan discriminatorios por no responder a objetivos legítimos y proporcionados, vinculados a las funciones esenciales del desempeño del puesto; esto da lugar a que, por ejemplo la falta de un testículo imposibilite el acceso a estas profesiones, o incluso criterios que quedan sujetos a valoraciones subjetivas tales como “…defectos físicos o anomalías (…) que (…) supongan un riesgo o rechazo para las relaciones sociales y la convivencia del cuerpo.
131. Por otra parte, y a pesar de que el gobierno aprobó en el 2008 una Estrategia Global de Acción para el Empleo de las personas con discapacidad 2008-2012, con el fin de acercar sus niveles de empleo generales, su desarrollo ha avanzado escasamente, sobre todo en materia de adaptación y ajuste de los puestos de trabajo, sensibilización de los empresarios y cumplimiento de la cuota de reserva del 2 por 100 en las empresas de más de 50 trabajadores, o la utilización de los contratos públicos para promover el empleo o el recurso más intenso a medidas fiscales.
132.  PROPUESTA DE MEJORA

· Profundizar en la calidad de formación para el empleo para fomentar el acceso a mejores empleos.

· Desarrollar políticas activas de readaptación profesional, reincorporación al mercado de trabajo al mayor número de personas con una discapacidad sobrevenida.

· Articulación de indicadores de seguimiento para evaluar la eficacia de las políticas de empleo para personas con discapacidad.

· Flexibilización del régimen de compatibilidad de las políticas de cobertura social con las políticas y medidas activas de empleo

· Desarrollo de la regulación de los ajustes razonables en el empleo para mejorar su cumplimiento y eficacia.
· Desarrollo de un plan de acción vigoroso con medidas específicas para mujeres con discapacidad.

Artículo 28. Nivel de vida adecuado y protección social 
133. El sobre coste económico que conlleva ser una persona con discapacidad debe ser tenido en cuenta a la hora de establecer la protección social. Sin embargo existen claros ejemplos que no tienen en cuenta esta circunstancia como la rigidez de compatibilización de pensiones no contributivas con el empleo u otro tipo de prestaciones de protección social; el copago de los servicios de promoción de la autonomía o la atención de situaciones de dependencia que pueden llevar a la persona con discapacidad a tener que aportar hasta el 90% de su capacidad económica para recibirlos
, etc. 

134. Las mujeres con discapacidad tienen niveles de dependencia mucho mayores que indican una falta de incorporación al mercado de trabajo y un nivel de vida por debajo, o en el límite, del umbral de la pobreza. Aproximadamente el 73% del total de pensionistas no contributivos son mujeres, triplicando al de los hombres. 
PROPUESTAS DE MEJORA

135. En este sentido es necesario actualizar las prestaciones atendiendo a índices de coste de vida reales, pero lo más importante es utilizarlas como complemento de políticas activas para favorecer la participación social de las personas con discapacidad en todos lo ámbitos de la vida, por ejemplo elevando las cuantías acumulables compatibles con el ingreso de rentas de distinta índole. 

Artículo 29. Participación en la vida política y pública.
136. La legislación electoral vigente en España permite que se prive del derecho del sufragio, activo y pasivo, a las personas incapacitadas judicialmente, siempre que la sentencia que declara la incapacitación lo prevea expresamente. 

137. Esta posibilidad también se extiende a las personas internadas en un hospital psiquiátrico con autorización judicial, durante el período que dure su internamiento, siempre que en la autorización el juez declare expresamente la incapacidad para el ejercicio del derecho de sufragio.
138. Esta privación de derechos fundamentales, que puede afectar principalemente a personas con discapacidad intelectual o con enfermedad mental, carece de sentido desde una visión derechos humanos y entra en clara contradicción con la Convención Internacional sobre los Derechos de las personas con Discapacidad de Naciones Unidas, firmada y ratificada por España.

139. Este tratado internacional, en su artículo 12, establece la plena igualdad legal de las personas con discapacidad en todas las esferas de la vida, sin que quepan restricciones por razón de discapacidad. Además, garantiza el derecho de las personas con discapacidad a participar en la vida política y en los procesos electorales sin ningún tipo de exclusiones. 

140. La vigente legislación española es incompatible, por tanto, con las Convención de la ONU, por lo que tiene que ser modificada con urgencia  para que las personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos básicos en plenitud. 
141. La participación de las personas con discapacidad en el diseño y ejecución de las políticas públicas y en la vida pública en general tal y como recoge el artículo 29 (b),  debe ser reforzada para dar cumplimiento a la Convención. Para ello debe formalizarse y asegurarse la presencia en aquellos órganos de participación institucional que tengan una incidencia directa en este sector social, como por ejemplo las mesas de negociación de las políticas de formación y empleo o cualquier otro que les afecte directamente, de las que actualmente se está fuera. 
Artículo 30. Participación en la vida cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el deporte.
142. La falta de cumplimiento de las condiciones de accesibilidad supone un obstáculo insalvable para la participación de las personas con discapacidad en la vida cultural y otras actividades de ocio, esparcimiento y deporte.
143. La reciente encuesta EDAD 2008 revela que la principal actividad que las personas con discapacidad realizan en su tiempo libre es en un 76 % ver la televisión o el DVD, seguidas de escuchar la radio o música (34,9%) y leer (27%). Todas estas actividades son poco participativas de la vida social pública y sin duda reflejan la falta de previsión de condiciones de accesibilidad en los servicios y actividades comunitarias de ocio, unido a otros obstáculos.

144. Desde el CERMI se denunciaron más de 50 establecimientos abiertos al público que incumplían las condiciones mínimas de accesibilidad.
145. Tampoco es infrecuente encontrar actitudes discriminatorias en los propietarios de locales dedicados al deporte y al ocio que han dado lugar a sentencias condenatorias de estas actitudes
 
PROPUESTAS DE MEJORA

146. Es preciso sensibilizar y concienciar en respeto a los derechos humanos y exigir el cumplimiento de las condiciones de accesibilidad de los servicios y espacios públicos destinados al ocio, al esparcimiento y al deporte.

Anexo I



DOCUMENTO DE POSICIÓN DEL CERMI RESPECTO DE LA REGULACIÓN LEGAL DE LA INTERRUPCIÓN VOLUNTARIA DEL EMBARAZO O ABORTO EN LOS ASPECTOS QUE GUARDAN RELACIÓN CON LA DISCAPACIDAD

Ante la reforma legislativa anunciada por el Gobierno en relación con la regulación de la interrupción del embarazo o aborto, debatida la cuestión en los órganos de gobierno del CERMI, el Comité Ejecutivo de la Entidad, en su reunión del 26 de marzo de 2009, fijó como posición la contenida en este documento.

Esta posición queda reflejada en los siguientes puntos principales: 

· El CERMI no tiene una posición institucional sobre la regulación legal de la interrupción voluntaria del embarazo o aborto. Esta cuestión no forma parte por sí misma de la agenda política de asuntos de la discapacidad, de los que se ocupa el CERMI como plataforma de representación, acción y defensa de la discapacidad organizada en España. Cualquier postura sobre la interrupción del embarazo pertenece a la esfera propia de la persona.

· El CERMI sí tiene una posición beligerante contra cualquier tipo de discriminación por razón de discapacidad, se produzca en el contexto que se produzca, explícita o tácita, y trabaja con reflexiones y propuestas para que en la legislación española se erradique cualquier trato desigual contrario a los valores, principios y mandatos de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de 2006, adoptada por las Naciones Unidas y vigente en nuestro país al formar parte del ordenamiento jurídico. Estamos, por tanto, como CERMI, no en el debate de la interrupción del embarazo, que no nos concierne como Entidad, sino en el debate de la no discriminación.

· El CERMI participa en esta materia de la opinión del movimiento internacional de la discapacidad y en especial de la del tejido asociativo europeo agrupado en torno al Foro Europeo de la Discapacidad (EDF), que en 2003 fijó su posición firme e inequívoca sobre el aborto por razones de discapacidad.  

· La legislación española vigente hasta el momento en la materia, aprobada en 1985, al admitir el aborto eugenésico, el que se practica para evitar el nacimiento de un niño o niña con discapacidad, y que implícitamente considera la vida de una persona con discapacidad como menos valiosa que la de otra persona sin discapacidad, es discriminatoria desde una perspectiva exigente de derechos humanos y discapacidad, consagrada como norma jurídicamente vinculante en los planos internacional y nacional por la ya citada Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

· La vida de las personas con discapacidad posee la misma dignidad y valor que cualquier otra vida y debe ser protegida por el ordenamiento jurídico en las mismas condiciones que el resto de vidas, y hasta allí donde llegue la protección legal. 

· Resulta necesario aprovechar la reforma de esta legislación anunciada por el Gobierno para suprimir el aborto eugenésico e impedir, con vistas a la nueva regulación legal, cualquier forma o tipo de discriminación por motivo de discapacidad en esta materia.

· Una regulación estricta de plazos, sin distinción ni diferencias por razón de discapacidad, no contiene elementos contrarios o incompatibles con una perspectiva de derechos humanos y discapacidad. 

· La decisión sobre la interrupción de embarazo, sea cual sea el motivo que lleva a la mujer, o a la pareja progenitora, a llevarla a efecto, debe ser madura e informada, y cuando guarde relación con la discapacidad, debe venir precedida de un conocimiento real, directo y cercano de lo que es y supone la discapacidad individual y familiarmente, y de los recursos y apoyos que existen para estas situaciones. La nueva legislación debe establecer para estos casos protocolos de contacto y relación de la mujer, o la pareja progenitora, con personas con discapacidad y con familias con miembros con discapacidad. A este fin, dichos protocolos deben prever la colaboración activa de las organizaciones de personas con discapacidad y sus familias, que pueden prestar un servicio especialmente indicado para este propósito. 

· El personal sanitario y los demás profesionales, sociales o de otro tipo, que intervengan en estos procesos (diagnóstico prenatal, consejo médico, primera noticia, orientación sobre apoyos sociales, etc.) deben ofrecer información objetiva, neutral, fiel y sin prejuicios de lo que es y lo que supone la discapacidad, a fin de que la mujer, o la pareja progenitora, disponga de todos los elementos de juicio necesarios para adoptar una decisión libre, madura e informada. Para conseguir esta finalidad, los profesionales sanitarios y sociales deben contar con formación adecuada sobre discapacidad y personas con discapacidad. 

· La nueva concepción de la discapacidad como una cuestión de derechos humanos que establece la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad despliega efectos en múltiples sectores de la legislación y las prácticas administrativas y sociales, obligando a cambiar visiones, actitudes y vías de hecho en relación con la discapacidad, que tradicionalmente venían considerándose como admisibles o tolerables.

· Se hace necesario por tanto un profundo proceso de reflexión en la sociedad, así como en el propio sector de la discapacidad, que dé pie a una labor proactiva de explicación y asunción de la Convención, ya que este tratado internacional obliga a revisar una serie de cuestiones que tienen conexión directa con la discapacidad, y regularlas, interpretarlas y aplicarlas a la luz de una visión de derechos humanos y discapacidad. 

¿Por qué el aborto eugenésico basado en discapacidad es contrario a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad?
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1. A modo de introducción: el aborto eugenésico en razón de discapacidad según la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo.

La recientemente promulgada Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo establece dos supuestos diferenciales en los cuales se permite el aborto en razón de la discapacidad del feto o nasciturus. Debe aclararse que en ambos casos mencionados el aborto no podría realizarse si el feto o nasciturus no tuviera una discapacidad.

Como regla general, la norma permite la interrupción del aborto a petición de la mujer (siempre que se cumplan determinados requisitos) hasta la semana 14 de gestación
. Hasta este momento (14 semanas) la mujer puede tomar la decisión de interrumpir su embarazo por diversas razones, que se dejan libradas al ámbito de su ética privada, y donde el Estado no interviene más que a fin de garantizar que la decisión sea libre e informada.

A esta regla general (que no discrimina en razón de discapacidad, género, raza ni ninguna otra razón), la Ley suma –a modo de excepción- otros cuatro supuestos, regulados en el artículo 15, que estipula la posibilidad de interrupción del embarazo por causas denominadas “médicas”. De dichos cuatro supuestos, dos se basan en causas claramente discriminatorias “por motivo de discapacidad”.

-El primer supuesto autoriza excepcionalmente la interrupción del embarazo hasta la semana 22 de gestación “siempre que exista grave riesgo para la vida o la salud de la embarazada”
. Esta decisión se justifica en el Preámbulo de la Ley, en base al “deber del legislador de «ponderar los bienes y derechos en función del supuesto planteado, tratando de armonizarlos si ello es posible o, en caso contrario, precisando las condiciones y requisitos en que podría admitirse la prevalencia de uno de ellos» (STC 53/1985).”
 En este caso si bien se admite que “La vida prenatal es un bien jurídico merecedor de protección que el legislador debe hacer eficaz”
, evidentemente por encima de ello se encuentra el derecho a la vida y/o a la salud de la embarazada y es en dicho sentido que la norma se expide. 
-El segundo supuesto autoriza excepcionalmente la interrupción del embarazo hasta la semana 22 de gestación “siempre que exista riesgo de graves anomalías en el feto”
. Este supuesto también se intenta justificar en el Preámbulo de la Ley, con iguales razones que el caso anterior, admitiendo por un lado que “La vida prenatal es un bien jurídico merecedor de protección que el legislador debe hacer eficaz”,
 y sobre la base del “deber del legislador de «ponderar los bienes y derechos en función del supuesto planteado, tratando de armonizarlos si ello es posible o, en caso contrario, precisando las condiciones y requisitos en que podría admitirse la prevalencia de uno de ellos» (STC 53/1985).”
 

Ahora bien, a diferencia del caso anterior donde lo que se encuentra en juego por un lado es la vida prenatal como bien jurídico y por otro la vida o la salud de la madre, en este caso no parece fácilmente distinguible cuáles son los derechos o bienes jurídicos en juego para permitir excepcionalmente la interrupción del embarazo. No existe en este caso riesgo para la vida o la salud de la madre, por lo cual no se entiende cuáles son los bienes a ponderar ya que el legislador no lo expresa. 

La solución legislativa parece basarse en el “riesgo” de la condición de discapacidad del feto. Si no existiese “riesgo” de que el feto tuviera una condición de discapacidad la interrupción del embarazo estaría prohibida a partir de la semana 14, pero dado dicho riesgo de condición de discapacidad el plazo se extiende y se autoriza hasta la semana 22.

Es decir, que a pesar de que el legislador admite expresamente en el Preámbulo que “si bien «los no nacidos no pueden considerarse en nuestro ordenamiento como titulares del derecho fundamental a la vida que garantiza el artículo 15 de la Constitución» esto no significa que resulten privados de toda protección constitucional (STC 116/1999).”
 Admite asimismo el legislador que existe una vida prenatal y que “dicha vida prenatal es un bien jurídico merecedor de protección que el legislador debe hacer eficaz”.
 Pero luego, cuando “dicha vida prenatal merecedora de protección” tiene “riesgo” de tener una discapacidad, el legislador toma la decisión de no proteger dicha vida prenatal de igual modo que la del resto de vidas prenatales. Esto nos conlleva inexorablemente a entender que el legislador valora de manera diferente la vida prenatal de una persona con discapacidad que de otra que no la tiene.

La solución nos resultaría claramente discriminatoria si el plazo de interrupción del embarazo se extendiera hasta la semana 22 “siempre que existiera riesgo de género femenino del feto”, o “siempre que existiera riesgo de raza negra en el feto” o “siempre que existiera riesgo de rasgos indígenas en el feto”, entre otras posibilidades.  Nos resultaría claramente discriminatoria desde una valoración ética, pero también desde una valoración jurídica (dados los instrumentos jurídicos que prohíben la discriminación por los motivos ejemplificados). Del mismo modo, el aborto en razón de discapacidad resulta discriminatorio desde una valoración ética (ya que todas las vidas tienen el mismo valor en dignidad con independencia de cualquier condición física, psíquica, intelectual o sensorial) pero también desde una valoración jurídica (en este caso, el punto siguiente analizará este supuesto desde la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, firmada y ratificada por España).
-El tercer supuesto autoriza, más allá de la vigésimo segunda semana, la interrupción del embarazo “cuando se detecten anomalías fetales incompatibles con la vida”.
 El legislador explica en el Preámbulo que en este caso “decae la premisa que hace de la vida prenatal un bien jurídico protegido en tanto que proyección del artículo 15 de la Constitución (STC 212/1996).”
 Por tanto, al no existir viabilidad, no existiría bien jurídico a proteger.

-Finalmente, el cuarto supuesto autoriza, más allá de la vigésimo segunda semana, la interrupción del embarazo “cuando se detecte en el feto una enfermedad extremadamente grave e incurable”.
 En este caso, que vuelve a resultar discriminatorio en razón de discapacidad (enfermedad extremadamente grave e incurable) el legislador toma esta decisión a pesar de reconocer en el preámbulo que “en el desarrollo de la gestación, «tiene –como ha afirmado la STC 53/1985– una especial trascendencia el momento a partir del cual el nasciturus es ya susceptible de vida independiente de la madre». El umbral de la viabilidad fetal se sitúa, en consenso general avalado por la comunidad científica y basado en estudios de las unidades de neonatología, en torno a la vigésimo segunda semana de gestación”.
 

Es decir, que a pesar de reconocer que a partir de la semana 22 de gestación el nasciturus ya tiene viabilidad (posibilidad de sobrevivir fuera del útero materno), por lo cual sería un bien jurídico con mayor entidad y por ende mayor necesidad de protección, cuando dicho nasciturus tenga una enfermedad extremadamente grave e incurable, parece ser que la regla no se aplica. Y la razón por la cual la mayor protección –que en el resto de casos implica prohibir terminantemente la interrupción del embarazo- se deja de lado y pasa a ser ninguna protección es la condición de discapacidad. 

El legislador no expone fundamentos morales sino que se limita a justificar dicho aborto en la automática comprobación de dicha condición, que “se ha deferido al juicio experto de profesionales médicos conformado de acuerdo con la evidencia científica del momento.”

Cabe aplicar para este caso los mismos argumentos que se esgrimieron para afirmar que el segundo supuesto mencionado –aborto hasta la semana 22 como consecuencia del “riesgo” de graves anomalías en el feto- resulta discriminatorio, por considerar que la vida prenatal cuando apareja una discapacidad tiene menos valor que la del resto. Este caso parece aun más grave, dado que –como el mismo legislador reconoce- estamos frente a la posibilidad de que  el nasciturus pudiera sobrevivir fuera del vientre materno, frente  a lo cual, en los casos en que no existe discapacidad, se prohíbe en forma absoluta la interrupción del embarazo.

Por las razones esgrimidas, los dos casos que prevé la Ley respecto de la posibilidad de interrupción del embarazo por “riesgo” o detección de discapacidad del feto o nasciturus no solo resultan discriminatorias, sino que resultan incompatibles con argumentos alegados en el Preámbulo por el mismo legislador, y por principios reconocidos en el texto de la Ley que pareciera se encuentran destinados a garantizar la igualdad y la no discriminación por motivo de discapacidad.

Así, estas decisiones serían asimismo incompatibles con el art. 3.3. de la Ley, que establece que “nadie será discriminado en el acceso a las prestaciones y servicios previstos en esta Ley por motivos de origen racial o étnico, religión, convicción u opinión, sexo, discapacidad, orientación sexual, edad, estado civil, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social”. Por otro lado, el art. 5.1.d. que establece “la eliminación de toda forma de discriminación, con especial atención a las personas con algún tipo de discapacidad, a las que se les garantizará su derecho a la salud sexual y reproductiva, estableciendo para ellas los apoyos necesarios en función de su discapacidad”. 

En este último sentido, parece imposible garantizar la no discriminación en el derecho a la salud sexual y reproductiva si antes no se garantiza la no discriminación en el goce del derecho a la vida.

2. El aborto eugenésico en razón de discapacidad. Su incompatibilidad con la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

Como se ha mencionado en el apartado anterior, el aborto eugenésico en razón de discapacidad resulta violatorio de la igualdad (valor, principio y derecho reconocido por la Constitución Española
 y de una serie de Leyes que integran el ordenamiento jurídico español),
 como asimismo resulta contradictorio con los principios de la misma Ley que lo autoriza (reconocidos en el Preámbulo
) y de varios de sus artículos.

Pero asimismo, resulta violatorio del Primer Tratado de Derechos Humanos del Siglo XXI: la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada en diciembre de 2006 por la Asamblea General de Naciones Unidas e incorporada al Derecho español en mayo del año 2008.

Esta Convención ha significado un paso muy importante para las personas con discapacidad en el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos. Ello por varias razones, pero una muy importante se encuentra relacionada con la asunción de un modelo filosófico a la hora de abordar el fenómeno de la discapacidad: el modelo social.

-El modelo social de discapacidad-
Desde el modelo social de discapacidad se pone el acento en la interacción entre la persona con una diversidad funcional y las barreras y obstáculos sociales, que la “discapacitan”. Se deja de considerar a la discapacidad como una limitación individual de una persona para pasar a considerarla un fenómeno complejo, integrado por causas individuales pero también, y en gran medida, por causas y limitaciones sociales. Es la sociedad la que necesita ser rediseñada en varias instancias, para incluir en su seno la diferencia que implica la discapacidad.

Este modelo filosófico es expresamente abordado en la CDPD, cuyo artículo 1.2 establece que:

“(…) Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales y sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones que los demás”.
 

Esas barreras que menciona el artículo pueden ser de diversa índole (arquitectónicas, comunicacionales, actitudinales, etc). 

En este caso, si analizamos el aborto eugenésico en razón de discapacidad desde el modelo social, podemos advertir que es precisamente la interacción entre la diversidad funcional de la persona (denominada en la ley “graves anomalías” o “enfermedad extremadamente grave e incurable”) y una barrera actitudinal (una decisión del legislador basada en prejuicios respecto al menor valor de la vida de estas personas o de su condición de carga para los padres o la sociedad) la que le impiden gozar de la protección del derecho a la vida en igualdad de condiciones que el resto de personas (sin diversidad funcional).

De este modo, la menor protección o desprotección, y por ende la imposibilidad de ejercer el derecho a la vida, tiene su razón en una decisión del legislador basada en prejuicios sociales y valoraciones discriminatorias que violarían el objeto mismo de la Convención bajo análisis, que se resume en asegurar que las personas con discapacidad gocen plenamente y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos.

-El aborto en razón de discapacidad viola el propósito u objeto del Tratado-

La Convención Internacional no establece, en principio, derechos específicos de las personas con discapacidad, sino que su objeto es asegurar que estas personas puedan gozar y ejercer los derechos humanos reconocidos a todas las personas, en igualdad de condiciones que el resto, y que se les respete su dignidad inherente como seres humanos.

De este modo, establece su artículo 1.1.:

“El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente”.
 

Es decir, que en el tema que nos atañe, podría decirse que la Convención tiene como objeto garantizar dos fines primordiales (y a ello se han comprometido los Estados que, como España, la han ratificado e incorporado a su legislación interna).

El primero de dichos fines es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad del derecho a la vida (o a la vida prenatal) “en condiciones de igualdad” que al resto de personas. Parece evidente que ese primer fin es violado por la norma bajo análisis, que precisamente no presta dicha protección en igual medida que al resto de personas, precisamente por “riesgo” o “detección” de la condición de discapacidad.

El segundo de dichos fines es promover el respeto de la dignidad inherente de las personas con discapacidad. Dicho objetivo vuelve a ser conculcado cuando la Ley, no solo no promueve dicho respeto, sino que toma una decisión que vulnera dicha dignidad, otorgando una menor valoración y protección jurídica a la vida (o la potencial vida) de una persona con discapacidad. En este caso, parece claro que la decisión de la norma deja ver plasmada una concepción filosófica de fondo, según la cual se presupone que la  vida de una persona con discapacidad no es lo suficientemente digna para ser vivida, o al menos no en igual medida que la del resto de personas, sin discapacidad. Esto es claramente violatorio del principio de “igual valor en dignidad” de todos los seres humanos.

-El aborto en razón de discapacidad viola la prohibición de discriminación por motivo de discapacidad establecida en la Convención-

Puede afirmarse que la igualdad y la no discriminación es un principio vital de la Convención –una columna rectora- que actúa de manera independiente, como garantía antidiscriminatoria, pero a la vez de manera transversal, mediante su interacción con cada uno de los derechos sustantivos que el instrumento regula.

La igualdad aparece asimismo desde diversas facetas interdependientes.

Como propósito del instrumento (art. 1.1 mencionado en el punto anterior).

Como principio y valor. Como se verá, el artículo 3 prevé como principios la no discriminación, la igualdad de oportunidades, la participación e inclusión plena y efectiva en la sociedad, el respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como parte de la diversidad y la condición humana, y la accesibilidad.

Como obligación para los Estados. El artículo 4.1 establece la obligación de los Estados a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivo de discapacidad. 

Como ya se ha explicado, entre dichos derechos que el Estado tiene obligación de asegurar y promover sin discriminación alguna por motivo de discapacidad se encuentra el derecho a la vida (o a la vida prenatal, como la denomina el legislador).

Como derecho. En el tema que nos atañe, el artículo 5.1. de la Convención establece el derecho a ser considerado igual ante la ley y en virtud de ella, como asimismo el derecho a igual protección legal y a beneficiarse de la ley en igual medida, sin discriminación alguna. 

Esta faceta de la igualdad reconocida como derecho exige “igual protección legal”, ante cualquier circunstancia. Es por ello que una menor protección o deprotección, basada en la condición de discapacidad real o potencial de una vida prenatal, como se ha dicho, conculca lo establecido por la Convención y se convierte en una discriminación.

Como garantía antidiscriminatoria. El art. 2, párr. 3 establece el concepto de discriminación, como "cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad, que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo.”

Si analizamos la solución legislativa frente a la interrupción del embarazo, podemos observar que claramente se realiza una “distinción” basada en el riesgo o la condición de discapacidad del feto o la vida prenatal, que conlleva en una menor protección (dado el diferente plazo en el primero de los casos mencionados) o directamente una falta de protección (sin limitar a ningún plazo el segundo de los casos descriptos).

Resulta importante destacar que en este punto la Convención comprende la discriminación no solo a la persona con discapacidad, sino “por motivo de discapacidad”, ampliando en mucho su ámbito de protección. De este modo, no es necesaria la existencia o el reconocimiento de condición de persona, sino que es suficiente con demostrar que la discriminación tiene como causa la condición de discapacidad. En el caso que nos atañe, importa decir que el marco antidiscriminatorio de la Convención abarca la protección no solo de la persona nacida con discapacidad, sino del feto o de la vida prenatal o la vida potencial siempre que se vulnere el principio de igualdad “por motivo” de discapacidad. Es decir que la discriminación existe aunque para el derecho español no nos  encontremos frente a una “persona”.

-El aborto en razón de discapacidad viola los principios generales que establece  la Convención para su interpretación y aplicación-

La Convención establece una serie de principios generales a partir de los cuales debe ser leída, interpretada y aplicada. Estos principios, regulados en el artículo 3, son, entre otros:

“a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia de las personas”.

Como se ha afirmado anteriormente, las normas que valoran diferencialmente una vida prenatal cuando existe riesgo o detección de discapacidad son claramente violatorias de la “igual dignidad” inherente de todos los seres humanos.

“b) La no discriminación; c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad;  e) La igualdad de oportunidades; f) La accesibilidad; (…)

Se ha desarrollado en el apartado anterior la vulneración del principio de igualdad de oportunidades y no discriminación y a ello se remite. Por otro lado resulta asimismo evidente la vulneración del principio de “participación e inclusión plena y efectiva en la sociedad” que implica la imposibilidad de nacer en razón de una discapacidad.

“d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como parte de la diversidad y de la condición humanas”

Este principio, que exige un cambio ético que acepte la diferencia no desde la “tolerancia” sino desde la comprensión de que la discapacidad es parte de la humanidad que nos enriquece,  se encuentra muy relacionado con la dignidad humana. Implica en primer término que toda vida humana, con independencia de la naturaleza o complejidad de la diversidad funcional que le afecte, goza de igual valor en dignidad. Ello implica que todas las personas —incluso alguien que no tenga movilidad, o funciones sensoriales— tienen el derecho a la vida, a un cierto estándar de vida, a un mismo espacio de participación cívica, y, en definitiva, a ser tratado con igual respeto que al resto de sus semejantes

Y será precisamente a partir del respeto por las premisas mencionadas que las personas con discapacidad se encontrarán en condiciones de aportar a la comunidad en igual medida que el resto, aunque dicho aporte en ciertas ocasiones provenga desde diferentes maneras de comunicarse, de realizar ciertas actividades, de comprender el significado de las cosas, etc..

Para ello, el primer paso radica en respetar y garantizar a estas personas el derecho de nacer, en igualdad de condiciones que al resto.

En el proceso de elaboración y los debates previos a la aprobación de la Convención, esta postura se resumió en una frase de las personas con discapacidad al discutirse los términos del derecho a la vida:

En este sentido, Inclusion International señaló: “no nos prevengan, inclúyannos”.

-El aborto en razón de discapacidad viola el derecho a la vida de las personas con discapacidad reconocido en la Convención-

La Convención establece en su artículo 10, referido al derecho a la vida, que:

 “Los Estados Partes reafirman el derecho inherente a la vida de todos los seres humanos y adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar el goce efectivo de ese derecho por las personas con discapacidad en igualdad de condiciones con las demás”.748 

Este artículo fue bastante trabajado durante el proceso de elaboración de la Convención, precisamente por las reivindicaciones y denuncias esgrimidas por el movimiento asociativo de personas con discapacidad y de algunos Estados, que abogaban por que el Tratado estableciera una fórmula que culminara con la discriminación que enfrentaban las personas con discapacidad en el ámbito del derecho a la vida. Estas denuncias tenían su origen en que su calidad de vida no es percibida como “suficientemente buena” en muchos países y esto daba lugar, entre otras cuestiones, a la autorización de la interrupción de embarazos por motivo de discapacidad en casos en que sin dicha condición (la discapacidad de la persona por nacer) se encontraba prohibido.

De este modo, la fórmula del artículo establece la obligación de los Estados de garantizar “en igualdad de condiciones con los demás” el goce efectivo de este derecho a la vida para las personas con discapacidad.
Cabe decir que esto, y no más, es lo que se venía abogando desde el modelo social de discapacidad: igual protección e igual consideración, tratamiento y valoración de la vida de las personas con discapacidad. Lo que implica la obligación de que si un Estado permite el aborto lo permita “de igual modo” cuando el feto o nasciturus tenga o no discapacidad. Que si un Estado prohíbe el aborto, lo prohíba “de igual modo” cuando la persona por nacer tenga o no discapacidad. Es decir, lo que claramente elimina la Convención es la posibilidad de que se realicen distinciones basadas precisamente en la condición de discapacidad de este feto, nasciturus o persona por nacer (según las consideraciones de cada Estado). Y esta fórmula de protección y garantía del derecho a la vida es precisamente lo que la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo bajo análisis vulnera con las diferencias establecidas en torno a los diferentes plazos (o excepción de plazo).



Anexo III

Bases para una renovada educación inclusiva

______________

Documento del CERMI

Desde hace unos meses, se viene hablando y trabajando por alcanzar un Pacto Social y Político por la Educación, que oriente nuestro sistema educativo hacia la calidad, la equidad y la utilidad social. La discapacidad organizada ha querido desde el primer momento participar en ese debate, demasiado tiempo postergado, formulando propuestas para que la reactivación de la educación inclusiva y la gestión de la diversidad fueran elementos de primera importancia de ese anhelado acuerdo. El Pacto que está fraguándose y cuya necesidad es ineludible, por lo que no se entendería ningún fracaso, debe incorporar unas bases, firmes y nítidas, en pro de la educación inclusiva, que comprimidamente podían enunciarse así:

· Establecer como marco orientador y de referencia necesaria de la legislación, las políticas y las decisiones y prácticas educativas de los poderes públicos la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, adoptada por Naciones Unidas en diciembre de 2006, y vigente y plenamente aplicable en España desde mayo de 2008. En especial su artículo 24, consagrado a la educación inclusiva de las personas con discapacidad. La legislación estatal y autonómica ha de revisarse con celeridad para que exista una completa acomodación entre la visión de la educación inclusiva de la Convención y nuestro sistema educativo.

· Garantizar el principio de acceso normalizado del alumnado con discapacidad a los recursos educativos ordinarios, sin discriminación o segregación de ningún tipo por esta circunstancia, proporcionando los apoyos necesarios para que la inclusión educativa en un entorno educativo abierto sea siempre una realidad. De igual modo, es preciso asegurar la libre elección del proceso educativo por parte del alumno con discapacidad o de sus representantes legales, respetando sus preferencias, para lo cual se llevarán a cabo los ajustes razonables que sean precisos. 

· Dirigir las estructuras de educación no normalizada aún existentes en nuestro país hacia su plena convergencia con el modelo de educación inclusiva, convirtiéndose en recursos y apoyos para el éxito de las enseñanzas en entornos ordinarios. 

· Incorporar los principios de no discriminación, accesibilidad universal y diseño para todos en los procesos de enseñanza-aprendizaje y en los de evaluación, en la aplicación de los materiales didácticos y las nuevas tecnologías, así como en los contenidos de formación del profesorado. 

· Asegurar que los proyectos educativos de los centros incorporen planes de atención a la diversidad que tengan su reflejo entre los indicadores de calidad de los mismos, así como en la aplicación del principio de equidad.  

· Adecuar las nuevas tecnologías a los principios de accesibilidad universal y diseño para todos con objeto de que los estudiantes con discapacidad encuentren en ellas una oportunidad y no una barrera, en el acceso a la información, a la comunicación y al conocimiento. 

· Incorporar el diseño para todos y la accesibilidad universal en la propuesta curricular de formación y en la adquisición de competencias prevista en las distintas titulaciones universitarias. 

· Asegurar que el Plan de Becas y Ayudas al estudio esté al alcance de todos los estudiantes con discapacidad, con independencia del grado y tipo de la misma.

· Promover la coordinación del profesorado que imparte los diferentes niveles y la adecuada orientación psicopedagógica con objeto de posibilitar el tránsito del alumnado con discapacidad entre las distintas etapas educativas, para su posterior capacitación profesional e inserción en el mundo laboral.

·  Desarrollar y hacer efectivos por parte de las Administraciones competentes los mandatos en materia educativa recogidos en la Ley 27/2007, de 23 de octubre, por la que se reconocen las lenguas de signos españolas y se regulan los medios de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas. 

· Fomentar la coordinación con el movimiento asociativo de la discapacidad y de sus familias para la mejora de los procesos de inclusión y atención del alumnado con discapacidad y de sus familias.

CERMI

www.cermi.es
� http://www.idhc.org/


� Apartado E del Informe del Gobierno Español 


�� Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. Artículo 1. Objeto de la ley. …


2. A los efectos de esta ley, tendrán la consideración de personas con discapacidad aquellas a quienes se les haya reconocido un grado de minusvalía igual o superior al 33 por ciento. En todo caso, se considerarán afectados por una minusvalía en grado igual o superior al 33 por ciento los pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez, y a los pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad. 





La acreditación del grado de minusvalía se realizará en los términos establecidos reglamentariamente y tendrá validez en todo el territorio nacional.





� Acuerdo del Consejo de Ministros de 30 de marzo de 2010 por el que se aprueba el Informe sobre la adaptación de la Legislación a la CDPD.


� El CERMI ha presentado más de 6 quejas fundamentadas en incumplimientos de normas vigentes y hasta el momento ninguno de estos expedientes ha sido resuelto.


� Memoria 2010 del CGPJ - Aprobada por el Pleno de 19 de mayo de 2010, punto 4.3. Duraciones medias de los procesos. 


� Libro Verde de la Accesibilidad 2002


� Ley 13/1982 de 7 de abril de Integración Social de los Minusválidos (LISMI) 


� Informe Derechos Humanos y Discapacidad CERMI 2008 y 2009 (� HYPERLINK "http://www.cermi.es" ��www.cermi.es� – � HYPERLINK "http://www.convenciondiscapacidad.es" ��www.convenciondiscapacidad.es�)  


� Art. 15 de la ley.


� ANEXO I. Informe CERMI elaborado por A. Palacios


� De acuerdo al Informe elaborado por el Instituto Bartolomé de las Casas, de la Universidad Carlos III de Madrid, no contienen protocolos de actuación específicos para personas con discapacidad, entre otras las siguientes disposiciones: Ley Orgánica 4/1981, de 1 junio, de los estados de alarma, excepción y Sitio; Real Decreto 530/2002, de 14 junio, sobre garantía del encaminamiento gratuito de las llamadas a los servicios de emergencia en caso de huelga en el sector de las telecomunicaciones; Ley 2/1985, de 21 enero, de Protección Civil.; Real Decreto 393/2007, de 23 de marzo, por el que se aprueba la Norma Básica de Autoprotección de los centros, establecimientos y dependencias dedicados a actividades que puedan dar origen a situaciones de emergencia, AnexoI y II; Plan de Formación de la Escuela Nacional de Protección Civil; Real Decreto 1123/2000, de 16 de junio, por el que se regula la creación e implantación de unidades de apoyo ante desastres; Real Decreto 1546/2004, de 25 junio, que aprueba el Plan Básico de Emergencia Nuclear y Resolución de 7 junio 2005 del Ministerio del Interior; Acuerdo del Consejo de Ministros de de 14 de junio de 2006 que aprueba los Planes Directores correspondientes a los Planes de Emergencia Nuclear Exteriores a las Centrales Nucleares; Resolución de 31 de enero de 1995, de la Secretaría de Estado de Interior, por la que se dispone la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros por el que se aprueba la Directriz Básica de Planificación de protección civil ante el Riesgo de Inundaciones; Resolución de 5 de mayo de 1995, de la Secretaría de Estado de Interior, por la que se dispone la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros por el que se aprueba la Directriz Básica de Planificación de protección civil ante el Riesgo Sísmico.  





� Sirva de ejemplo el Informe Especial del Defensor del Pueblo Andaluz “Veinte años de intervenciones del Defensor del Pueblo Andaluz en defensa de los derechos de las personas con discapacidad en Andalucía”  de 2003 que hace referencia a este aspecto entre otros.


� Informe Derechos Humanos y Discapacidad CERMI 2009.


� Elaborado y presentado por Sr. Manfred Nowak, de conformidad con la resolución 62/148 de la Asamblea.





� Se recogen algunas de estas alarmantes situaciones en los Informe CERMI sobre Derechos Humanos y Discapacidad 2008 y 2009.


� Código Penal artículo 156 «… no será punible la esterilización de persona incapacitada que adolezca de grave deficiencia psíquica cuando aquélla, tomándose como criterio rector el del mayor interés del incapaz, haya sido autorizada por el Juez, bien en el mismo procedimiento de incapacitación, bien en un expediente de jurisdicción voluntaria, tramitado con posterioridad al mismo, a petición del representante legal del incapaz, oído el dictamen de dos especialistas, el Ministerio Fiscal y previa exploración del incapaz.»





� Informe Derechos Humanos y Discapacidad España 2008 y Manifiesto del CERMI con motivo del Día Internacional de la Mujer Trabajadora 8 de marzo 2009.


� Concluding Observations Spain 2010. .(CRC/C/ESP/CO/3-4)


� Traducción no Oficial a cargo de la Plataforma de Infancia. 


� ASIS ROIG de, R. y BARRANCO AVILÉS, M.C. El impacto de la Convención internacional sobre los Derechos de las personas con discapacidad en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. Colección Convención ONU. Cinca. Madrid 2010.


� La Discapacidad en el Medio Rural. Colección CERMI.es . Madrid, 2006.


� Documento de propuestas del sector social de la discapacidad para la mejora de la normativa europea sobre atención a personas con discapacidad usuarias del transporte aéreo, CERMI, Madrid, Diciembre 2009.


� La Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de Medidas de Impulso de la Sociedad de la Información, establece la obligación de accesibilidad de las páginas de Internet de las empresas que presten servicio al público en general de especial trascendencia económica. El plazo para satisfacer esta


� Establece que los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias, aportarán financiación para la adquisición de apoyos técnicos para las personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas


� ANEXO II. 


� Aquellos alumnos “cuyas necesidades no puedan ser atendidas en el marco de las medias de atención a la diversidad de los centros ordinarios” se escolarizarán en centros o unidades de educación especial (Art. 74.1) de la Ley Orgánica de Educación.


� Aprobada en la Conferencia Mundial sobre Necesidades Educativas Especiales: Acceso y Calidad en Salamanca en junio de 1994


Salamanca, España, 7-10 de junio de 1994


Si bien la Declaración de Salamanca aspiraba a la inclusión de todos los niños y niñas, con independencia de sus diferencias o dificultades individuales, incluidos aquellos con discapacidades graves, aceptaba que algunos niños no fueran matriculados en centros ordinarios “cuando hubiera razones de peso” (p.3 párrafo 2º), pero incluso en estos casos excepcionales, señala el Marco de Acción en el Informe final de la UNESCO sobre esta Conferencia, que “no es necesario que su educación esté completamente aislada. Se deberá procurar que asistan a tiempo parcial a escuelas ordinarias.” (apartados 8 y 19). Además las políticas de educación en todos los niveles, del nacional al local, deben estipular que todo niño o niña con discapacidad asista a la escuela más cercana: es decir, a la escuela a la que debería asistir si no tuviera esa discapacidad.” (apartado 18). La excepción a esta regla se situaba en los casos en que hubiera que recurrir a instituciones especiales.


� � HYPERLINK "http://www.educacion.es/mecd/jsp/plantilla.jsp?id=31&area=estadisticas" ��http://www.educacion.es/mecd/jsp/plantilla.jsp?id=31&area=estadisticas� 


� Alumnos con necesidades especiales.


� ANEXO III


�  Concluding Observations Spain 2010. .(CRC/C/ESP/CO/3-4). Octubre 2010.





� Responde a la traducción no oficial elaborada por la Plataforma de Infancia.


� Salud pública y discapacidad. Planteamientos y propuestas del sector social de la discapacidad articulado en torno al CERMI ante la futura Ley estatal de Salud Pública. Jiménez Lara, Antonio. Colección CERMI.es, nº 44, Ediciones CINCA, Madrid, 2010. 


� Fuente Fiscalía General del Estado: 46.002 en el año 2008 frente a 33.708 en el 2007


� Informe OPE. Expediente Q/685/09 de 19 de Enero de 2010


� Orden de 11 de enero de 1988, por la que se establece el cuadro de exclusiones médicas para el ingreso en el Cuerpo Nacional de Policía (BOE núm. 16, de 19 de enero)





Orden de 9 de abril de 1996, por la que se aprueban las bases y circunstancias aplicables a los procesos selectivos para ingreso en los centros docentes militares de formación para acceso a la escala básica de Cabos y Guardias de la Guardia Civil (BOE núm. 92, de 16 de abril), en su redacción dada por la Orden PRE/600/2006, de 3 de marzo (BOE núm. 56, de 7 de marzo).





� RESOLUCIÓN de 2 de diciembre de 2008, de la Secretaría de Estado de Política Social, Familias y Atención a la Dependencia y a la Discapacidad, por la que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, sobre determinación de la capacidad económica del beneficiario y sobre los criterios de participación de éste en las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia. BOE núm. 303 Miércoles 17 diciembre 2008





� Sentencia nº 384/09 Juzgado de lo Penal número 12 de Valencia de 3. de julio de 2009





� “Artículo 14. Interrupción del embarazo a petición de la mujer. Podrá interrumpirse el embarazo dentro de las primeras catorce semanas de gestación a petición de la embarazada, siempre que concurran los requisitos siguientes: a) Que se haya informado a la mujer embarazada sobre los derechos, prestaciones y ayudas públicas de apoyo a la maternidad, en los términos que se establecen en los apartados 2 y 4 del artículo 17 de esta Ley b) Que haya transcurrido un plazo de al menos tres días, desde la información mencionada en el párrafo anterior y la realización de la intervención.” Cfr. Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo.


� “Artículo 15. Interrupción por causas médicas. Excepcionalmente, podrá interrumpirse el embarazo por causas médicas cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: a) Que no se superen las veintidós semanas de gestación y siempre que exista grave riesgo para la vida o la salud de la embarazada y así conste en un dictamen emitido con anterioridad a la intervención por un médico o médica especialista distinto del que la practique o dirija. En caso de urgencia por riesgo vital para la gestante podrá prescindirse del dictamen. Cfr. Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo.


� Preámbulo, Punto II, Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo.


� Idem


� “Artículo 15. Interrupción por causas médicas. Excepcionalmente, podrá interrumpirse el embarazo por causas médicas cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes(…) b) Que no se superen las veintidós semanas de gestación y siempre que exista riesgo de graves anomalías en el feto y así conste en un dictamen emitido con anterioridad a la intervención por dos médicos especialistas distintos del que la practique o dirija”. Cfr. Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo.


� Preámbulo, Punto II, Ley Orgánica 2/2020, cit.


� Idem


� Ibidem


� Ibidem


� “Artículo 15. Interrupción por causas médicas. Excepcionalmente, podrá interrumpirse el embarazo por causas médicas cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes (…) c) Cuando se detecten anomalías fetales incompatibles con la vida y así conste en un dictamen emitido con anterioridad por un médico o médica especialista, distinto del que practique la intervención (…)”.Cfr. Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo.


� Preámbulo, Punto II, Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo.


� “Artículo 15. Interrupción por causas médicas. Excepcionalmente, podrá interrumpirse el embarazo por causas médicas cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes (…) c) (…) cuando se detecte en el feto una enfermedad extremadamente grave e incurable en el momento del diagnóstico y así lo confirme un comité clínico.”.Cfr. Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo.


� Preámbulo, Punto II, Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo.


� Idem


� Arts. 1, 9.2 y 14 CE.


� Entre otras, la Ley 51/2003 de Igualdad de Oportunidades, No Discriminación y Accesibilidad Universal de las Personas con Discapacidad.


� Ya citado anteriormente


� Arts. 3 y 5, cit.


� Palacios, A., El modelo social de discapacidad. Orígenes, caracterización y plasmación en la Convención Internacional sobre los derechos de las personas con Discapacidad, Madrid, Cinca, 2008.


� Art. 1.2. Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 


� Artículo 1.1. Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.


� Palacios, A., El modelo social, cit. p. 145.


� Cfr. Daily summary of discussions related to Article 8 Right to life, Third session of the Ad Hoc Committee, Daily Summary, Volume 4, #2, May 25, 2004.
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